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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA


I. ASISTENCIA


Asistieron los señores:

—Alessandri Besa, Arturo
—Calderón Aránguiz, Rolando
—Cantuarias Larrondo, Eugenio
—Cooper Valencia, Alberto
—Díaz Sánchez, Nicolás
—Diez Urzúa, Sergio
—Feliú Segovia, Olga
—Fernández Fernández, Sergio
—Frei Bolívar, Arturo
—Frei Ruiz-Tagle, Carmen
—González Márquez, Carlos
—Hormazábal Sánchez, Ricardo
—Huerta Celis, Vicente Enrique
—Lagos Cosgrove, Julio
—Larre Asenjo, Enrique
—Lavandero Illanes, Jorge
—Letelier Bobadilla, Carlos
—Martin Díaz, Ricardo
—Mc-Intyre Mendoza, Ronald
—Navarrete Betanzo, Ricardo
—Núñez Muñoz, Ricardo
—Ortiz De Filippi, Hugo
—Otero Lathrop, Miguel
—Pacheco Gómez, Máximo
—Páez Verdugo, Sergio
—Palza Corvacho, Humberto
—Pérez Walker, Ignacio
—Prat Alemparte, Francisco
—Ríos Santander, Mario
—Romero Pizarro, Sergio
—Ruiz De Giorgio, José
—Siebert Held, Bruno
—Sinclair Oyaneder, Santiago
—Soto González, Laura
—Sule Candia, Anselmo
—Thayer Arteaga, William
—Urenda Zegers, Beltrán
—Valdés Subercaseaux, Gabriel
—Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrieron, además, los señores Ministros de Justicia, del Trabajo y Previsión Social y Ministra Directora del SERNAM.
Actuó de Secretario el señor Rafael Eyzaguirre Echeverría, y de Prosecretario, el señor José Luis Lagos López.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



—Se abrió la sesión a las 10:52, en presencia de 39 señores Senadores.
El señor VALDÉS (Presidente).— En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS
El señor VALDÉS (Presidente).— Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 11a y 12a, ordinarias, en 3 y 9 de noviembre de 1993, respectivamente, que no han sido observadas.


El acta de la sesión 17a, ordinaria, en 11 de agosto del mismo año, en su parte secreta, se encuentra en Secretaría, a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA
El señor VALDÉS (Presidente).— Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.
El señor LAGOS (Prosecretario).— Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes


Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:


Con el primero inicia un proyecto que modifica los estatutos de las universidades del Estado en materia de elección de rector, y establece la delegación de facultades para que, dentro del plazo que indica, se adecuen los estatutos respectivos. (Calificado de "Suma Urgencia"). 


—Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.


Con el segundo retira la urgencia que hiciera presente con el carácter de "Simple" para el despacho del proyecto que modifica las leyes de Mercado de Valores, de Administración de Fondos Mutuos, de Fondos de Inversión, de Fondos de Pensiones, de Compañías de Seguros y otras materias que indica, y califica de "Suma" la nueva urgencia.


Con el tercero retira y hace presente nuevamente la urgencia, con el carácter de "Simple", del proyecto que introduce modificaciones al Código de Minería en relación con la superposición de pertenencias mineras.


—Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con el cuarto retira de la actual Convocatoria a Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional el proyecto que prorroga la vigencia de las tarifas fijadas a las empresas de telecomunicaciones que indica.


—Queda retirado el proyecto de la Convocatoria señalada.
Oficios


Dos del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social:


Con el primero responde un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Frei acerca del procedimiento a seguir por la persona que mantenga a sus expensas al causante de asignación familiar y/o maternal, para percibir los beneficios mencionados.


Con el segundo contesta el enviado en nombre del Senador señor Lagos, relativo a la situación que afecta a los trabajadores del sector pesquero de la Primera Región que han perdido su empleo, producto de la crisis que afecta a esa actividad.


Del señor General Director de Carabineros, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarrete respecto de la posibilidad de reinstalar un Retén de Carabineros en la localidad de Cherquenco, Novena Región.


Del señor Jefe de la División Jurídico Legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, con el que da respuesta a un oficio enviado a Su Excelencia el Presidente de la República, en nombre del Senador don Arturo Frei, sobre destinación de recursos provenientes del Fondo Social a la construcción de una posta rural en el sector de Belén, comuna de Ñiquén, Octava Región.


—Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informe


Segundo  informe  de la Comisión de Obras Públicas recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que otorga atribuciones a la Superintendencia de Servicios Sanitarios para sancionar con multa a las entidades que fiscaliza. (Calificado de "Simple Urgencia").


—Queda para tabla.
Comunicación


Del Excelentísimo Embajador del Gobierno de Malasia, señor Dennis J. Ignatius, con la que transcribe copia de la Resolución que adoptó el Parlamento de Malasia, en forma unánime, el pasado 28 de octubre, respecto de la situación que afecta al Estado de Bosnia-Herzegovina.


—Queda a disposición de los señores Senadores.
El señor VALDÉS (Presidente).— Terminada la Cuenta.

RECTIFICACIÓN A INFORMACIÓN 

DE PRENSA
El señor SIEBERT.— Pido la palabra, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.
El señor SIEBERT.— Antes de iniciar el Orden del Día, según lo conversé hace un momento con Su Señoría, deseo aclarar ante el Senado una información aparecida hoy en un matutino.


La mencionada publicación señala que ayer me habría opuesto a que se fijase una sesión extraordinaria para mañana jueves, debido a compromisos que personalmente habría contraído. La verdad no es ésa. En la sesión de Comités en que se trató esta materia, sólo hice presente que los acuerdos modificatorios del régimen ordinario de trabajo del Senado deberían adoptarse con una semana de anticipación.


Formulo esta precisión, a fin de evitar malas interpretaciones.
El señor VALDÉS (Presidente).— Doy fe que lo tratado en la sesión de Comités se ajusta a lo que ha manifestado el Honorable señor Siebert. Por lo demás, el acuerdo se atuvo a otro anterior relativo a que cualquier cambio en los horarios de sesiones de la Corporación debe ser anunciado con una semana de antelación.

ACUERDO DE COMITÉS
El señor VALDÉS (Presidente).— En reunión de esta mañana, los Comités resolvieron retirar de la tabla de hoy el proyecto de modificación de leyes sobre Mercado de Valores, de Administración de Fondos Mutuos, de Fondos de Inversión, de Fondos de Pensiones, de Compañías de Seguros y otras materias, y postergar su tratamiento hasta la sesión del martes próximo, la que, si fuera necesario, se destinará totalmente a despacharlo en general. Asistirá en esa oportunidad el Ministro de Hacienda señor Foxley, quien hará la exposición inicial.
El señor LAVANDERO.— ¿Se discutirá y despachará en la misma sesión, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).— Sí, señor Senador. Por lo demás, ha sido calificado de "Suma Urgencia".

V. ORDEN DEL DÍA
MODIFICACIÓN DE CÓDIGO CIVIL EN 

MATERIA DE RÉGIMEN PATRIMONIAL 

DEL MATRIMONIO
El señor VALDÉS (Presidente).— Corresponde continuar, hasta terminar, la discusión iniciada en la sesión de ayer sobre el proyecto relativo al Régimen Patrimonial del Matrimonio.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 52a, en 18 de mayo de 1993.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 2a, en 5 de octubre de 1993.


Constitución (segundo), sesión 19a, en 15 de diciembre de 1993.


Discusión:


Sesión 7a, en 19 de octubre de 1993 (se aprueba en general); 20a, en 4 de enero de 1994 (queda pendiente la discusión particular).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Se ha renovado la indicación N° 50, que propone agregar al artículo 148, el siguiente inciso segundo:


"Cada vez que en virtud de una acción ejecutiva deducida por un tercero acreedor, se disponga el embargo de algún bien familiar de propiedad del cónyuge deudor, el juez dispondrá se notifique personalmente el mandamiento correspondiente al cónyuge no propietario."
El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, la indicación es del Senador señor Cantuarias, y la hemos respaldado adicionalmente algunos otros Senadores para permitir tratarla en la Sala.
El señor VALDÉS (Presidente).— ¿Habría observaciones sobre la indicación?
El señor CANTUARIAS.— Hay acuerdo, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Diez.
El señor DIEZ.— Señor Presidente, quiero llamar la atención del Senado sobre la razón que tuvo la Comisión para rechazarla. No se trata de una negativa a amparar al cónyuge no propietario. La mayoría pensó que se podría producir un daño a éste si, notificándole el mandamiento de ejecución y embargo, no se le reconocen al mismo tiempo derechos procesales. Esto porque posteriormente no podría alegar el beneficio de excusión, ya que le empecerían los resultados del juicio por el cual fue notificado, y, en consecuencia, resulta más conveniente que el cónyuge no propietario no sea notificado. Así puede usar el beneficio de excusión, o tratar de actuar como tercero coadyuvante.


Ésa fue la razón técnica que consideró la mayoría de la Comisión para rechazar la indicación. Hago notar que votaron en contra los Senadores señora Feliú y señor Letelier; por la aprobación lo hizo el Senador señor Pacheco.


Las razones expuestas por el Honorable señor Letelier (seguramente deben de ser de Su Señoría, por su conocimiento procesal) pesan en mi ánimo para insistir en el rechazo de una indicación que puede ser contraproducente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR.— Señor Presidente, por supuesto que la argumentación del Honorable señor Diez tiene cierto peso. Pero, por otro lado, puede producirse una situación procesal bastante difícil para el cónyuge no propietario: la de que, ante su desconocimiento, se lleve adelante un proceso; se ejecute su totalidad; se haga la adjudicación del bien en remate, y surja el derecho de un tercero constituido, imposible de destruir por no haber tenido conocimiento el cónyuge no propietario.


Por lo tanto, es preferible que éste cuente con tal información, y, de acuerdo a la legislación vigente, pueda interponer las tercerías que correspondan para proteger sus derechos. Lo peor que puede pasarle a una persona es que se ejecute una acción judicial sin su conocimiento, y se creen derechos que más tarde serán inamovibles.


Por eso, prefiero la notificación al cónyuge no propietario, y que él tome las acciones correspondientes, incluidas las tercerías que puede hacer valer sobre la base de que estos bienes familiares tienen un tratamiento distinto que el del bien propio que le correspondiera.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Cantuarias.
El señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, ésta es una materia cuya línea de argumentación se basa en la protección del cónyuge no propietario. He escuchado razones —que, por supuesto, respeto y estimo muy legítimas— en el sentido de que la notificación hace perder algunos beneficios procesales en el seguimiento de la causa. Pero a mí, con el mismo criterio que aplica el Honorable señor Zaldívar, me parece muchísimo más grave el estado de indefensión en el que queda, por desconocimiento, el cónyuge no propietario, sobre todo en la eventualidad de que esta situación se presente cuando hay separaciones de hecho o abandono familiar. En esos casos, es muy posible que el conocimiento de la causa se adquiera virtualmente cuando ya existan derechos constituidos en favor de otras personas, por lo cual las ventajas procesales que pudiera tener el cónyuge no propietario por el hecho de no habérsele efectuado la notificación, casi no tendrían cabida.


Ése fue el motivo que me impulsó, en su oportunidad, a formular esta indicación, que ahora hemos renovado con la firma de señores Senadores de distintos sectores. Es preferible que el cónyuge no propietario conozca de cualquier proceso desde su inicio. Y si, adicionalmente, a fin de proteger sus intereses, junto con notificarle del respectivo mandamiento de embargo, se pretende otorgarle otros beneficios o derechos, considero que éstos deberían establecerse de inmediato y en forma directa, en vez de optar por mantenerle ciertos privilegios que, finalmente, en la hora de enterarse de la existencia de un proceso ya en tramitación, no podrá invocar. 



He dicho.
El señor THAYER.— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.
El señor THAYER.— Señor Presidente, en apoyo de esta indicación renovada, debe tenerse presente la relación que ella tiene con lo dispuesto en el texto del artículo 142 —ya aprobado—, que estatuye: "No se podrán enajenar o gravar voluntariamente, ni prometer gravar o enajenar, los bienes familiares, sino concurriendo la voluntad de ambos cónyuges.". Es más concordante con esta norma lo establecido en la indicación en debate, en orden a que cuando se trate de una acción ejecutiva deducida por un tercero acreedor que disponga el embargo de algún bien familiar, se notifique personalmente al otro cónyuge. De este modo se produce una absoluta armonía entre los artículos 142 y 148.


Por eso, respaldaré la indicación mencionada.
El señor PACHECO.— Pido la palabra.
El señor VALDÉS (Presidente).— La tiene, Su Señoría.
El señor PACHECO.— Señor Presidente, efectivamente, esta indicación renovada, formulada en principio por el Senador señor Cantuarias, propone agregar al artículo 148 un inciso segundo, nuevo, que expresa que si como consecuencia de una acción ejecutiva se dispone el embargo de un bien familiar de propiedad del cónyuge deudor, el juez deberá ordenar que se notifique personalmente el mandamiento al cónyuge no propietario.


En la Comisión fui partidario de aprobar la indicación porque, a mi juicio, este último cónyuge quedaría en la misma situación procesal que un fiador, y podría actuar como tercero coadyuvante, en virtud del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil. Pienso, en consecuencia, que ella es justa y debe ser aprobada.
El señor HORMAZÁBAL.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, siempre pongo particular atención cuando se invoca el nombre de un señor Senador cuya experiencia en estas materias me merece el máximo respeto. Por lo tanto, estoy convencido de que las razones expuestas en la Comisión por el Honorable colega señor Letelier para oponerse a aceptar esta indicación, tendían a proteger adecuadamente al cónyuge que puede verse afectado por una acción de esta naturaleza.


Sin embargo, coincido con la línea de argumentación señalada por el Senador señor Thayer, en cuanto a la armonía existente entre la norma propuesta en la indicación y otras disposiciones del proyecto. En efecto, primero, para la enajenación de bienes de carácter familiar se requiere la voluntad de ambos cónyuges; segundo, se mantiene el artículo 147 del primer informe, que incluso contempla la posibilidad de establecer un usufructo, con determinadas características, sobre un bien familiar en favor del cónyuge no propietario, y tercero —a mi juicio, esto es no menos importante que los puntos anteriores—, en nuestra condición de legisladores, nos preocupa que los legítimos conflictos de intereses se resuelvan en un plazo breve.


Tal vez notificando del mandamiento sin embargo al cónyuge no propietario se acelere el procedimiento, porque si con posterioridad se alega, por ejemplo, el beneficio de excusión, afectando a un acreedor legítimo, éste tendría que entrar a examinar nuevamente si hay otros bienes del deudor con los cuales pagarse de manera preferente, antes de que se pueda actuar sobre los mismos.


A mi entender, para el efecto de que el magistrado pueda resolver los conflictos de intereses en la forma más justa, eficiente y rápida posible, es conveniente aprobar esta indicación del Honorable colega señor Cantuarias, que se ha renovado.
El señor DIEZ.— Pido la palabra.
El señor VALDÉS (Presidente).— Puede usar de ella, señor Senador.
El señor DIEZ.— Señor Presidente, concuerdo en la necesidad de notificar al cónyuge no propietario; pero, al mismo tiempo, estimo que él no debe perder sus posibles derechos procesales.


Por eso, sugiero que, una vez aprobado el inciso segundo, nuevo, propuesto en la indicación renovada, el Senado acuerde, por unanimidad, introducirle la siguiente enmienda: sustituir el punto final por una coma y agregar "esta notificación no afectará los derechos y acciones del cónyuge no propietario en relación con dichos bienes."
El señor HORMAZÁBAL.— Conforme.
El señor DIEZ.— De esa manera salvamos todas las dudas.
El señor VALDÉS (Presidente).— Primero habría que aprobar la indicación renovada.


—Se aprueba.
El señor DIEZ.— El inciso segundo, nuevo, del artículo 148 quedaría redactado como sigue:


"Cada vez que en virtud de una acción ejecutiva deducida por un tercero acreedor, se disponga el embargo de algún bien familiar de propiedad del cónyuge deudor, el juez dispondrá se notifique personalmente el mandamiento correspondiente al cónyuge no propietario, esta notificación no afectará los derechos y acciones del cónyuge no propietario sobre dichos bienes."
El señor VALDÉS (Presidente).— El agregado completa el sentido de la disposición.
El señor CANTUARIAS.— El hecho de que no se diga eso no afecta esos derechos, pero no tengo inconveniente en aceptar lo propuesto.
El señor HORMAZÁBAL.— Me parece bien.
El señor THAYER.— Sería mejor cambiar la coma por punto seguido.
El señor PACHECO.— Así es.
El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, se aprobará esa agregación sustituyendo la coma por un punto seguido.


Acordado.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En seguida, la Comisión propone añadir, a continuación del N° 22) —que ha pasado a ser 23)— del artículo 28 del proyecto, el número nuevo que se indica en seguida, cambiando correlativamente la numeración de los restantes:


"24) Reemplázase el inciso final del artículo 1754, por el siguiente:


"La mujer, por su parte, no podrá enajenar o gravar ni dar en arrendamiento o ceder la tenencia de los bienes de su propiedad que administre el marido, sino en los casos de los artículos 138 y 138 bis.".


El artículo 138 bis se aprobó en la sesión de ayer.
El señor DIEZ.— Está bien, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).— La Comisión acogió unánimemente esta norma.


—Se aprueba la proposición de la Comisión.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En el artículo 29 del proyecto, que introduce modificaciones a la Ley de Matrimonio Civil, la Comisión recomienda insertar, en el encabezamiento del N° 3), la expresión "cuarta", entre las palabras "causales" y ''quinta", y agregar la siguiente causal 4a:


"4a. Tentativa de uno de los cónyuges para prostituir al otro;".


Con estas enmiendas, la primera parte del N° 3) quedaría así:


"3) Sustitúyense las causales cuarta, quinta y sexta del artículo 21, por las siguientes:


"4a. Tentativa de uno de los cónyuges para prostituir al otro;".
El señor DIEZ.— ¿A qué artículo se refiere?
El señor VALDÉS (Presidente).— Al 21 de la Ley de Matrimonio Civil.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Se refiere al artículo 21 de la Ley de Matrimonio Civil, que dice:


"El divorcio procederá solamente por las siguientes causas:


"1a. Adulterio de la mujer o del marido;


"2a. Malos tratamientos graves y repetidos, de obra o de palabra;


"3a. Ser uno de los cónyuges autor, instigador o cómplice de la perpetración o preparación de un delito contra los bienes, la honra o la vida del otro cónyuge;


"4a. Tentativa del marido para prostituir a la mujer;"...


Es esto último lo que se viene cambiando por "Tentativa de uno de los cónyuges para prostituir al otro;".
El señor ZALDÍVAR.— Vale decir, se pone en igualdad de condiciones a ambos.
El señor DIEZ.— La idea es correcta. Se reemplaza la referencia al marido por la relativa a uno de los cónyuges.
El señor ZALDÍVAR.— O sea, podrá tratarse de cualesquiera de los dos.
El señor DIEZ.— Así es.
El señor VALDÉS (Presidente).— Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


Si le parece a la Sala, se aprobará lo propuesto por la Comisión.


—Se aprueba.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En seguida, corresponde ocuparse en la indicación renovada número 107, que tiene por objeto reemplazar el artículo 34 del proyecto por el siguiente:


"Artículo 34.— Deróganse los artículos 375 al 381, ambos inclusive."


Estos preceptos se encuentran contemplados en el Código Penal y dicen relación con el adulterio y el amancebamiento. La indicación viene a reponer el texto aprobado por la Cámara de Diputados, que derogó el párrafo correspondiente a esos delitos.


Como recordarán los señores Senadores, la Comisión rechazó la enmienda introducida por aquella Corporación y estableció disposiciones sobre el adulterio, igualando la situación del marido y de la mujer.
El señor VALDÉS (Presidente).— El señor Secretario dará a conocer lo que recomendó la Comisión de Constitución, para que los señores Senadores cuenten con todos los antecedentes sobre el particular.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La Comisión aprobó la norma que a continuación se indica:


"Artículo 34.— Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:


"1) Sustitúyese su artículo 375, por el siguiente:


"Artículo 375.— Cometen adulterio la mujer casada que yace con varón que no sea su marido y el que yace con ella sabiendo que es casada.


"Asimismo, cometen adulterio el marido que yace con mujer que no sea su cónyuge y la que yace con él sabiendo que es casado.


"El adulterio será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo, aunque después se declare nulo el matrimonio."


En seguida, la Comisión sugiere reemplazar, en el inciso primero del artículo 376, la palabra "marido" por "respectivo cónyuge", y, en el artículo 379, las expresiones "marido" por "cónyuge ofendido" y "con ella" por "a él". Finalmente, propone derogar el artículo 381, que se refiere al amancebamiento.


Todo esto fue acordado con los votos favorables de los Honorables señores Pacheco, Fernández y Diez y la abstención de la Senadora señora Soto
El señor ZALDÍVAR.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor ZALDÍVAR.— Señor Presidente, éste es un tema que ha sido ya discutido a nivel de opinión pública y que, luego de ser tratado en la Cámara, ahora llega al Senado.


Me extraña que una materia absolutamente no coherente ni relacionada con el proyecto pueda haber sido introducida en las disposiciones que nos ocupan. En efecto, después de estudiar lo relativo al régimen patrimonial del matrimonio pasamos a debatir una cuestión tan delicada como el adulterio.


Sin lugar a dudas, el Código Penal está atrasado en cuanto a la regulación sobre el particular, puesto que en el adulterio sólo sanciona a la mujer casada, prescindiendo de aplicar los mismos términos cuando la acción la comete el marido. Sin embargo, me parece que el análisis pertinente comprende aspectos susceptibles de bastante discusión, como el atinente a si el hecho debe penalizarse o no, a si es o no es constitutivo de delito.


¿Qué significa un juicio por adulterio, en lo que dice relación con la familia y los hijos? ¿Será bueno que se lleve a cabo en las condiciones de un proceso normal, por un delito común, o será necesario establecer otras sanciones y procedimientos?


Entiendo la inquietud tendiente a legislar acerca del tema, pero considero que éste no está siendo abordado en la forma correcta. Además, no es procedente abocarse a regularlo por la vía de un proyecto de ley cuyo objetivo es modificar el régimen patrimonial del matrimonio.


Ahora, cabe observar que algunos proponen igualar en este caso la situación del hombre y la mujer —ello perfectamente podría ser aceptable—, pero elevando la categoría penal que correspondería al primero, en tanto que otros plantean que no califiquemos al adulterio como figura delictiva, ya que la indicación deroga los artículos pertinentes.


Con sinceridad, creo que, para contar con una buena legislación al respecto y escuchar a todos los sectores que puedan aportarnos luces sobre el tema, lo más lógico y conveniente es que rechacemos las posibilidades mencionadas, de tal manera que en la normativa que nos ocupa no quede nada en relación con el adulterio. Y esto, no para que se evite legislar sobre la materia, sino para hacerlo en una ley separada, que obedezca a una discusión realizada con profundidad, con mucho conocimiento y con mucha responsabilidad.


Gracias, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra la Honorable señora Soto.
La señora SOTO.— Señor Presidente, en verdad, le encuentro toda la razón al Senador señor Zaldívar, porque el punto en análisis nada tiene que ver con la iniciativa que estamos tratando. Me parece que, efectivamente, debemos llevar a cabo una discusión muy reflexiva en cuanto a ese otro tema, en la que se escuche a todos quienes puedan contribuir con un aporte.


A mi juicio, la cuestión se inserta en el ámbito de la modernidad, pero resulta un absurdo concluir, sobre la base de una concordancia con el feminismo y la no discriminación, que la medida aplicable es la de elevar la penalidad del cónyuge varón. Esto es realmente inadmisible.


En la Comisión me abstuve, por estimar que la materia no se relacionaba con el contenido del proyecto. Pienso que tendrá que ser debatida en algún momento, pero que hoy lo mejor sería desglosarla. No sé si ello es posible, desde el punto de vista del procedimiento.


Es todo, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Quiero formular una reflexión más bien de orden práctico. El texto presentado por el Ejecutivo contenía dos ideas matrices: una, tocante al régimen patrimonial del matrimonio, y la otra, relativa a igualar la situación de los cónyuges en el caso del adulterio. La iniciativa fue modificada en la Cámara de Diputados, donde se suprimió la penalidad para ese último efecto, y luego fue aprobada en general por el Senado, cuya Comisión de Constitución repuso esa segunda idea original del Ejecutivo. Ahora la Mesa ha recibido una indicación renovada —porque el punto fue rechazado antes por el órgano técnico— para suprimir la penalidad en el adulterio.


Por lo tanto, si se rechazara la propuesta de la Comisión, quedaría vigente el texto de la Cámara de Diputados, y desaparecería el delito...
El señor DIEZ.— No quedaría vigente ninguna norma, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Cabe recordar que el proyecto fue aprobado en general. El rechazo aludido determinaría que no hay indicación. Y si ésta es acogida, se equipararía la situación a los términos propuestos por la otra rama del Congreso.


Deseaba hacer presente este aspecto, por la etapa en que nos encontramos con relación al tratamiento de la iniciativa.


Tiene la palabra el Honorable señor Diez.
El señor DIEZ.— Señor Presidente, si rechazamos la indicación renovada, debemos votar lo que recomienda la Comisión. Si esto también es rechazado, significaría que no habrá ley en la materia.
El señor HORMAZÁBAL.— No.
El señor URENDA.— No es así. Regiría, en ese caso, lo que despachó la Cámara.
El señor DIEZ.— Insisto en que no habrá ley, porque el Senado no ha aprobado el texto de la Cámara de Diputados. Y ello queda claro por el hecho de que ahora nos encontramos en la discusión particular.


La situación es la siguiente: tenemos un artículo 34 propuesto por la Comisión y una indicación renovada para suprimirlo. Si rechazamos esta última, debemos votar la norma que aquélla recomienda. Sobre esa base, de no aceptarse la disposición, no habrá artículo 34 en el proyecto.
El señor HORMAZÁBAL.— ¿Y a qué conduciría lo anterior, señor Senador? Porque me gustaría saber cuál es el efecto del doble rechazo.
El señor DIEZ.— Hago presente que sólo he intervenido para dejar en claro que es posible excluir del proyecto lo relativo al adulterio y plantearlo en una iniciativa separada.
El señor VALDÉS (Presidente).— En la situación que se ha analizado, debería formarse una Comisión Mixta.
El señor DIEZ.— Así es, si la Cámara no acoge el criterio del Senado en cuanto a no legislar sobre la materia en este proyecto.
El señor HORMAZÁBAL.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor HORMAZÁBAL.— He escuchado los diversos argumentos de distinguidos señores Senadores, y concuerdo en que, objetivamente, la cuestión que nos ocupa debe ser objeto de un estudio separado, inserto en un gran conjunto de temas que dicen relación con la familia y su fortalecimiento, y que son igualmente importantes, como el del divorcio y la mantención de la hipocresía jurídica que representa el sistema de las nulidades matrimoniales en nuestra legislación. Me parece que eso debería ser, precisamente, objeto de un enfoque especial.


A quienes somos partidarios de fortalecer la familia, como entidad base de la sociedad, y deseamos abrirnos, además, a un debate en tal sentido —creemos que hoy los chilenos necesitan efectuarlo y resolver los problemas abiertamente—, nos habría gustado un tratamiento como el que señalo. Al respecto, hice algunas gestiones ante el Ejecutivo, para ver si era posible el desglose y que, por nuestra parte, nos abocáramos a lo sustantivo del proyecto —porque, lógicamente, la gran polémica pública se centrará en si el adulterio ha sido penalizado o no en relación con el marido, y no en el gran avance que se logrará desde el punto de vista del régimen patrimonial en el matrimonio—, pero aquél decidió mantener el texto en esta forma, a fin de que el Congreso Nacional diera su opinión sobre el particular.


Señor Presidente, no me gustaría que la discusión respectiva fuera postergada para la Comisión Mixta: si el Ejecutivo no aceptó el planteamiento de excluir del texto lo relativo al adulterio, prefiero que la llevemos a cabo ahora. Pero, al parecer, en el Senado habría ambiente para requerir de nuevo que el tema sea objeto de un proyecto de ley separado. Si el señor Ministro de Justicia, presente en la Sala, está en condiciones de darnos una respuesta favorable, me sumo a esa solicitud. De lo contrario, pido que analicemos las disposiciones pertinentes y votemos.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor CUMPLIDO (Ministro de Justicia).— Señor Presidente, el proyecto de ley contiene —y esto fue señalado aquí con mucha precisión— dos ideas matrices. Fue aprobado en general por el Honorable Senado, y ahora nos encontramos en su discusión particular.


La iniciativa presentada por el Ejecutivo establecía —como lo hemos afirmado— la doble penalidad del adulterio. Pero la Cámara de Diputados reemplazó lo anterior y aprobó una disposición en virtud de la cual se despenaliza el hecho, en cuanto al ámbito de lo penal. Porque hay que tener bien claro que ello no se extiende a lo civil, con todos sus efectos.


El Ejecutivo carece de facultad para desglosar una norma aprobada por la Cámara. Por consiguiente, lo que procede es que el Senado se pronuncie sobre la disposición aprobada por la otra rama del Parlamento; y si la rechaza, el punto deberá ser zanjado por una Comisión Mixta.


Ésa es nuestra opinión.


Sabemos que el tema es más profundo y que podría motivar más adelante un largo y acucioso debate, con diferentes posiciones (las hubo tanto en la Cámara de Diputados como ahora en el Senado). Pero en este momento es indispensable un pronunciamiento del Senado para que el proyecto en discusión sea aprobado conforme a las normas de su Reglamento y a las de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Gracias.
El señor VALDÉS (Presidente).— Para desglosar el tema, al Presidente de la República sólo le quedaría la posibilidad del veto parcial.


Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Recuerdo a la Sala que el Senado, en el primer informe, reemplazó el artículo de la Cámara de Diputados por otro que la Comisión mantuvo en el segundo.


En opinión de esta Secretaría, habría que votar primero la indicación renovada, que repone el precepto aprobado por la Cámara Baja; de ser rechazada, la Sala debería pronunciarse sobre la norma que propone la Comisión de Constitución; y si ésta también resultare rechazada, no habría ley en esa parte, pues tampoco reviviría el texto de la Cámara de Diputados.
El señor HORMAZÁBAL.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).— Sí, señor Senador.
El señor HORMAZÁBAL.— Creo que la explicación del señor Ministro, complementada con la del señor Secretario, nos indica un camino claro.


De acuerdo con el planteamiento formulado por el Senador señor Diez, sería necesaria la formación de una Comisión Mixta, donde se discutiría el punto. Si ésa es la opinión mayoritaria, me sumo a ella; pero considero que estamos "orillando" el tema.


Estoy dispuesto a pronunciarme sobre el fondo del asunto. Y por eso he concurrido con mi firma a renovar la indicación, pues prefiero que cada uno manifieste su opinión y que el Senado defina la suya, que sería la de la mayoría. Si ella es rechazada por la Cámara Baja, igual llegamos a una Comisión Mixta. Pero lo que no me parece pertinente es que, por existir aquí juicios divergentes, anulemos la posibilidad de expresar una opinión corporativa.


Siguiendo la misma lógica, si acogemos el artículo propuesto por la Comisión y la Cámara de Diputados lo desecha, de todas maneras hay Comisión Mixta. Sin embargo, me parece más serio, desde el punto de vista del Senado, que nos pronunciemos sobre el tema de fondo. Porque en definitiva, de una forma u otra, se tendrá que constituir una Comisión Mixta; y en tal circunstancia, es mejor llegar a ella con una posición determinada acerca del tema sustantivo que con un problema procesal.


Por tal motivo, señor Presidente, me inclino por debatir el fondo del problema.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR.— Señor Presidente, entiendo el deseo del Senador señor Hormazábal de discutir el problema de fondo, pero creo que existe acuerdo casi unánime en el sentido de que no se trata de una materia propia de la iniciativa en debate. En mi concepto, se planteó por equivocación al Senado y, en su momento, a la Cámara de Diputados. Porque, tal como muy bien lo acotó el Honorable señor Hormazábal, debió haber configurado un proyecto separado y que abarcara muchos otros aspectos relacionados con la familia.


El tema del adulterio no puede llevarnos a votar aquí entre mantener la penalización del adulterio o eliminarla.


Entonces, para lograr el objetivo de desglosar el tema y tratarlo por separado, estimo que la Sala debe rechazar la indicación renovada, y luego, el artículo propuesto por la Comisión, de manera tal que no quede norma alguna y se vaya a la Comisión Mixta, donde no se va a discutir el fondo del problema, pues, simplemente, decidirá si se mantiene o no el precepto aprobado por la Cámara de Diputados o se acoge la tesis del Senado. Y de no alcanzarse acuerdo en tal instancia, no habrá ley en esa parte, quedando abierto el camino para que el Ejecutivo —o quien desee hacerlo— plantee en un proyecto separado y en un contexto más global el problema, que no consiste sólo en elevar la pena o estatuir el delito penal de adulterio para el hombre, ni tampoco es tan sencillo como eliminar lisa y llanamente esa figura como delito penal y dejarla sólo como delito civil.


Quizá ésos sean los resultados. Pero el canal para conseguirlos pasa por el procedimiento recién indicado; esto es, rechazar la indicación renovada, pero no porque estemos a favor o en contra del artículo propuesto por la Comisión, o a favor o en contra de sancionar al hombre, sino para que sea una Comisión Mixta la que se pronuncie sobre el punto. Ahora, si ella no logra acuerdo, no habrá ley en esa parte, alcanzándose el objetivo perseguido, cual es que más adelante se presente un proyecto distinto, más completo y razonado y con mayores posibilidades de despachar una legislación conveniente para el país.


Gracias, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra la señora Ministra.
La señora ALVEAR (Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer).— Señor Presidente, sólo quiero complementar las palabras del Ministro señor Cumplido aclarando que el Ejecutivo, al enviar esta iniciativa al Congreso Nacional, fundamentalmente pretendió —y así lo dice el mensaje pertinente— igualar a marido y mujer en cuanto a los efectos del matrimonio.


Tales efectos son, por ejemplo, de carácter patrimonial; por eso se sugiere como régimen alternativo el de participación en los gananciales. También existen efectos de otra índole dentro del matrimonio, como son los que contempla el Título VI del Libro Primero del Código Civil, denominado "Obligaciones y derechos entre los cónyuges". Entre las obligaciones, el artículo 131 de dicho cuerpo legal menciona los deberes de fidelidad, socorro y ayuda mutua.


Desde luego, esta iniciativa legal —y así lo aprobaron la Cámara de Diputados y el Senado— iguala para ambos cónyuges todos los efectos del matrimonio en el ámbito personal. Por eso, en lo relativo al deber de fidelidad, plantea el proyecto del Ejecutivo que si se considera que la infracción a ese bien jurídico debe constituir delito, parece lógico que, en resguardo del principio constitucional de igualdad ante la ley, tanto el hombre como la mujer tengan una tipificación y una sanción en términos similares.


Reitero que la idea matriz del proyecto del Gobierno es modificar la situación del matrimonio en el aspecto patrimonial y también en lo concerniente al estatuto personal. Por eso abordamos el tema de la fidelidad y, asimismo, introdujimos modificaciones a la Ley de Matrimonio Civil, para los efectos de igualar las sanciones.


Gracias, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Calderón.
El señor CALDERÓN.— Señor Presidente, estamos ante un problema. Porque ¿quién tira la primera piedra en una materia como ésta y en este tiempo? Si ni siquiera Cristo condenó a la mujer adúltera, ¿por qué nosotros lo hacemos a través de la ley? Otra cosa son los preceptos morales.


Se trata, entonces, de una cuestión delicada. Nosotros no estamos por penalizar el adulterio, y no porque no nos interese la familia: creemos que cuando se da esa situación, debe ser solucionada, pero por la pareja.


El tema amerita una discusión lata, que debe realizar la sociedad. Por eso, estoy de acuerdo en que se efectúe un debate sobre la materia, pero a nivel nacional y en buenos términos.


Sin embargo, considero que la Comisión del Senado cometió un error al entrar en este terreno. A mi juicio, el problema estaba bien zanjado por la Cámara.


También disiento del mecanismo de la Comisión Mixta, porque podría llevar a mantener la discriminación en contra de la mujer, que es precisamente lo que desea corregir el Gobierno mediante el proyecto. Ciertamente, no habría ley en esa parte, pero subsistiría la norma actual, que penaliza a la mujer.


Por lo tanto, creo que debemos discutir el tema y votar la indicación renovada.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.
El señor THAYER.— Señor Presidente, estimo que el camino por seguir está en la línea de lo que apuntó el Senador señor Hormazábal. Debemos pronunciarnos sobre una de las ideas matrices que, bien o mal, fueron incluidas en el proyecto presentado por el Ejecutivo, por las razones que acaba de explicar muy claramente la señora Ministra. Y si el asunto ha de ir a una Comisión Mixta, lo razonable es que vaya con una opinión definida del Senado.


Por eso, soy partidario de votar —en lo que a mí respecta, lo haré favorablemente— el texto de la Comisión. Si en la Cámara de Diputados existe una posición distinta y en la Comisión Mixta se produce una contraposición, lo lógico es que ésta sea entre el pronunciamiento del Senado y el de la Cámara Baja.


Esta materia tendrá efectos muy delicados en la opinión pública. Si el Senado no se pronuncia sobre el punto, dejando la impresión de que le da más o menos lo mismo que se esté penalizando o no el adulterio, pienso que por lo menos hay que entregar un mensaje: el de que no aceptamos diferencias sobre el particular.


El principio de eliminar una discriminación fue lo que inspiró al Ejecutivo y es lo que a mí me conducirá a apoyar la indicación renovada, sin perjuicio de que en su oportunidad se discuta separadamente y a fondo todo el problema.
El señor VALDÉS (Presidente).— Señores Senadores, lo que procede es votar la indicación renovada; si la Sala la rechaza, deberá pronunciarse sobre el texto propuesto por la Comisión. Ése es el procedimiento que la Mesa está obligada a seguir.
El señor DIEZ.— Exactamente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Ahora, con ocasión de esas votaciones, si le parece a la Sala, podrá discutirse el fondo del asunto. Pero, reglamentariamente, no existe otra alternativa que votar primero la indicación, y después, el informe.


En consecuencia, procede poner en votación la indicación renovada.
El señor HORMAZÁBAL.— Perdón, señor Presidente. Deseo hacer uso de la palabra antes de que empiece la votación.
El señor VALDÉS (Presidente).— Puede usar de ella, Su Señoría.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, despejado el problema formal, a mi juicio sería prudente explicar brevemente por qué pienso que la indicación que he tenido el honor de suscribir no carece de sentido.


Leí con mucha atención el informe de la Comisión y escuché el alegato de un gran amigo y maestro, el Senador señor Pacheco, cuyo voto en la Comisión fue fundado. Su Señoría argumentó sobre cuestiones de fondo y dijo por qué considera mejor que una conducta como el adulterio debe tener una sanción penal.


Con el respeto que me merece mi Honorable colega y maestro, creo que incluso hay un mensaje de mayor profundidad. A propósito de algunos temas contingentes de nuestro accionar político, varios de quienes nos reconocemos formados en la Doctrina Social de la Iglesia hemos estado revisando "El Esplendor de la Verdad", la última encíclica que el Papa entregó el año recién pasado. Y, en el Capítulo I, Su Santidad nos recuerda el diálogo de Jesús con un joven que se le acerca y pregunta: "Maestro, ¿qué he de hacer de bueno para conseguir la vida eterna?". Jesús le responde: "guarda los mandamientos". "¿Cuáles?", le dice él. Y Jesús dijo: "No matarás, no cometerás adulterio, no robarás, no levantarás falso testimonio, honra a tu padre y a tu madre, y amarás a tu prójimo como a ti mismo". Dícele el joven: "Todo eso lo he guardado; ¿qué más me falta?". Jesús le dijo: "Si quieres ser perfecto, anda, vende lo que tienes y dáselo a los pobres, y tendrás un tesoro en los cielos; luego ven, y sígueme".


Para quienes seguimos la enseñanza y el magisterio de la Iglesia no nos cabe duda de que esta cita nos interpela de una manera muy profunda. Y no puedo situarme en la contingencia de mi accionar como Parlamentario sin una reflexión sobre este mensaje. Y obviamente debo reconocer —el primero aquí en la Sala— que no he sido capaz de mantener la conducta que ese joven, según expresó a Jesús, había sostenido, quien    —como señala esa página del libro sagrado— bajó la cabeza y se alejó porque no pudo renunciar a sus bienes.


El adulterio es un ilícito. Pero antes que una figura jurídica, es una demostración de la debilidad humana para con quien contrajo un vínculo personal, individual, en una experiencia de vida en que se comparten alegrías y sinsabores. El primer acto que nos interpela cuando abordamos este tema es el reconocimiento de la debilidad frente a otro a quien tanto debemos y respetamos. He ahí, a mi juicio, el primer elemento clave. Difícilmente existe una sanción más brutal que el corte de la línea de la confianza recíproca —tan invisible pero tan sólida—, porque cuando ello ocurre —o simplemente se hiere— es muy difícil reconstruirla. Entonces, ahí hay una primera aproximación humana al tema de nuestras falencias y debilidades. Quien incurre en ese acto está asumiendo sus debilidades e hiriendo a otros.


Señor Presidente, no deja de ser un acto condenable, sin lugar a dudas. Pero la reflexión es si puede convertirse, además, en un hecho penalmente sancionable.


Se recordaba aquí la frase dicha por Jesús a los judíos que le trajeron a la mujer adúltera: "El que de vosotros esté sin pecado sea el primero en arrojar la piedra contra ella.". La pena que establecía la ley en aquel tiempo de lapidarla o matarla fue mediatizada por quien, teniendo la vocación divina, preguntó quién podía lanzar la primera piedra. Al hacerlo, no estaba legitimando el adulterio, sino situándolo en el contexto de quienes tienen derecho de alzarse para juzgar a los demás y de aplicar una sanción tan terrible.


Más adelante, en lo contemporáneo, nuestros especialistas han debatido sobre si corresponde o no penalizar el adulterio. Y en la ciencia penal se entiende que la legislación penal tiene, en su esencia, elementos básicos que apuntan a la pedagogía de que no se repita la conducta. ¿Cómo es posible que la ley, que no se respeta en otros ámbitos, pueda garantizar la abstinencia, la fidelidad y la confianza recíproca? No está ahí el tema. ¿Existe, entonces, una sociedad permisiva que puede darse el lujo de admitir cualquier acto porque es la conciencia individual la que determina el límite entre lo bueno y lo malo? ¡Ese relativismo moral yo no lo acepto! Las sociedades sobreviven fundadas en la existencia, independientemente de la diversidad y de la pluralidad, de una base ética compartida que podrá provenir de humanismos distintos, de inspiración divina o no.


Sobre ese particular ya hay pruebas concretas. La Declaración Universal de los Derechos Humanos aprobada por las Naciones Unidas, fue la concreción de acuerdos entre hombres provenientes de humanismos y culturas diferentes. En uno de los numerosos textos de Maritain sobre los derechos humanos, recuerda la experiencia de la Comisión respectiva en Francia, donde racionalistas como Rene Cassin —y hombres inspirados en el pensamiento católico como el mismo Maritain— fueron capaces de llegar a acuerdos en torno a un listado de derechos humanos, pero sin justificarlos ideológicamente, porque ello habría hecho surgir diferencias. De manera que personas de distintas culturas fueron capaces de concordar en algo. Todos nosotros debemos entender eso.


No he escuchado a ningún señor Senador decir que el adulterio es lícito. Y ésa es la conducta que queremos mostrar a la sociedad chilena. Y sólo estamos reflexionando sobre el tipo de sanciones que deben aplicársele a tal acto.


El adulterio afecta, primero, al vínculo conyugal, y, en seguida —lo que muchas veces no está explicitado—, la situación de los hijos o de los familiares.


Mi colega el Honorable señor Zaldívar se refirió al hecho de por qué no se recurre a la acción penal. La constancia histórica del procedimiento penal chileno revela que su uso es mínimo y, generalmente, para negociar mejores condiciones en la repartición de los bienes o para presionar al otro cónyuge en la nulidad del matrimonio. ¿Por qué no se aplica habitualmente? Entre otras razones, porque a quien cometió la falta se le coloca, ante sus hijos y familiares, en la condición de ser una persona que públicamente se degrada.


Señor Presidente, la señal que debemos dar a la sociedad chilena es que no todo es permitido. No lo es el abusar con el afán de la libre empresa y el libre mercado, explotando inmisericordemente a la gente. No es posible, señor Presidente, con el afán del modernismo, seguir explotando la naturaleza, destruyéndola, corroyéndola y contaminando el medio ambiente. No es posible seguir diciendo a la gente que libertad es hacer lo que cada uno desee para satisfacer los instintos, a veces los más bajos, de los cuales frecuentemente somos prisioneros. Pero, sí tenemos la obligación de reflexionar para señalar: desde el punto de vista penal, la sociedad chilena no puede mostrar como ejemplo de su éxito el haber penalizado el adulterio en la mujer.


Y ha surgido un elemento perverso: la Ley de Matrimonio Civil dispone que "La mujer no podrá contraer matrimonio con su co-reo en el delito de adulterio.". Alguien dijo hace mucho tiempo que el amor es como una flor: si no se riega cada día se seca. Es cierto. La experiencia humana muestra que si las personas no cultivan el respeto recíproco y el amor que significa compartir tantas cosas, puede llegarse en un momento dado a la destrucción de la familia. Hemos visto experiencias de matrimonios que, por mantenerse formalmente unidos, traumatizan a cónyuges, familiares e incluso sus hijos por no dar una solución adecuada al problema. ¿Qué ocurre, si producida la ruptura matrimonial, algún miembro de la pareja comienza una relación de afecto, permanente, motivada por los fines más estables y sólidos? Sucede que, con la existencia de esta penalización, quienes han reencontrado el amor, y tienen posibilidades de construir una nueva familia se ven impedidos de unirse porque eventualmente alguien, por el afán de venganza, puede decir: "Señor, como usted es co-reo en el delito de adulterio, no puede volver a establecer las bases sólidas de una nueva familia, de una nueva experiencia".


Señor Presidente, creo que en la legislación chilena existen muchos elementos para sancionar al cónyuge infiel. Sin embargo, es preferible que ellos se den, primero, en el ámbito de la relación personal de los cónyuges y, segundo, en lo civil. Las sanciones que aquí se describen serían de larga enumeración. Empero, hoy, en una sociedad que necesita señales claras respecto de cómo ejercer la libertad —por lo menos en mi caso, como Senador de la República—, mantener la injusticia de penalizar el adulterio sólo en la mujer y tratar de reparar esa injusticia elevando una sanción que ha demostrado ser ineficaz para resolver el problema de fondo, me parece un serio error.


Por las razones expuestas, y con la modestia de saber que en este terreno cada uno responde de acuerdo con sus limitaciones, estoy dispuesto a apoyar la indicación pertinente.


He dicho.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.
El señor THAYER.— Señor Presidente, sólo quiero hacer una aclaración.


Cuando intervine anteriormente parece que usé la expresión "aprobar la indicación renovada" en lugar de decir "aprobar lo propuesto en el informe". Es decir, estoy por lo sugerido por la Comisión. En consecuencia, discrepo de la norma que pretende restablecer el criterio, que rechazo, de la Cámara de Diputados.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Senador señor Alessandri.
El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, concuerdo plenamente con las expresiones de la señora Ministra, porque un proyecto de ley puede tener un ámbito general y, dentro de él, tocar distintos aspectos. También soy partidario de la iniciativa presentada por el Ejecutivo. Creo que es importante considerar, a pesar de los tecnicismos y de las consideraciones filosóficas aquí vertidas en una exposición brillante del señor Senador que me precedió en el uso de la palabra, que los ciudadanos y los países actúan conforme a ciertas señales. Y en un momento en que se reconoce el debilitamiento de la familia, esta señal de despenalizar el adulterio, aun cuando no se aplique la ley, sería funesta. Puede aducirse que continúa vigente la sanción civil, pero se suprimió la sanción penal. ¿Pero qué dirán los titulares de los periódicos y cuál será el sentimiento de toda la ciudadanía? Que hoy día el adulterio no se encuentra penalizado.


Por lo tanto, estoy de acuerdo con lo establecido en el proyecto del Gobierno, y votaré por lo propuesto en el segundo informe de la Comisión.
El señor URENDA (Vicepresidente).— El Senador señor Mc-Intyre había pedido la palabra.


¿Hará uso de ella, Su Señoría?
El señor MC-INTYRE.— No, señor Presidente.


Intervendré brevemente al momento de fundar mi voto.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Pacheco.
El señor PACHECO.— Señor Presidente, voy a pronunciarme en contra de la indicación renovada, porque en ella se establece la desincriminación del adulterio. Primeramente, no se trata sólo de la supresión de la pena a un delito que permanece como tal. Se pretende, con esta indicación, hacer desaparecer el tipo penal "adulterio", esto es, no de despenalizar sino de desincriminar.


Que el adulterio es un mal queda fuera de toda duda. Me parece que todos los Senadores estamos de acuerdo en esto. En efecto, el adulterio destruye el matrimonio, faltando a la palabra pronunciada y que es traicionada. La entrega mutua de los cónyuges pierde, entonces, el sentido de la donación y de la exclusividad, y el matrimonio, que debe ser indisoluble y por toda la vida, cede al capricho del momento. El adulterio hace daño a ambos cónyuges y es un daño muy difícil de reparar. Por otra parte, entre sus víctimas principales e inocentes están los hijos. Finalmente, el quiebre de una familia significa el debilitamiento de la misma sociedad, compuesta de familias. Si el adulterio es un mal tan grave, es importante y justo que la sociedad establezca un límite a la actuación personal en la esfera de lo sexual, afirmando claramente que esta falta a la fe conyugal es un ilícito civil y un ilícito penal. Otra cosa es discutir el tipo de pena que debería aplicarse al adulterio —como lo consagraba el primitivo proyecto del Ejecutivo— y establecer igualdad en el tratamiento de los cónyuges frente al ilícito. Pero todo ello, señor Presidente, supone la existencia del ilícito, el que desaparece con esta indicación.


El hecho de mantener penalizada la conducta adúltera sirve, al menos, para que exista un signo claro en el sentido de que la sociedad jurídicamente organizada no considera el adulterio como algo neutro, ni menos normal. Esto no deja de ser importante en atención a la categoría social del bien jurídico protegido, esto es, la fortaleza de la institución matrimonial. Sirve, además, para indicar que no toda relación entre individuos de la especie humana, por el solo hecho de que incluya un uso sexual de sus cuerpos, debe ser considerada como aceptable moral y jurídicamente.


En tercer lugar, la existencia del ilícito penal sirve para indicar que la libertad sexual no puede ser absoluta. Una libertad que no se asiente en el reconocimiento de la naturaleza física y espiritual de la persona humana no es más que una trampa en la cual se esconde la destrucción de lo humano de nuestro ser. Ciertamente, para ello no somos libres, ni puede la sociedad asistir impasible a tal tipo de libertinajes.


En cuarto término, debe tenerse en consideración que las limitaciones a la libertad sexual sirven de fundamento a otros ilícitos, como los abusos deshonestos, la sodomía simple, el incesto, etcétera, los que verían debilitada su base jurídica de sustentación si desapareciere el delito de adulterio, en beneficio de la libre expansión sexual individual.


La sociedad tiene el derecho y el deber de establecer que la libertad es un poder orientado al desarrollo del ser humano, y no a su envilecimiento.


En efecto, caída esta premisa fundamental, la sociedad iría al individualismo más corrosivo, pues estaría obligada a tolerar toda conducta ejercida con libertad de opción, en la esfera privada, como jurídicamente intangible.


Ello nos conduce al despeñadero de la legalización del consumo privado de drogas y a la aceptación del culto privado de todo tipo de aberraciones bajo la cobertura de la libertad de culto, entre otras funestas consecuencias.


El conjunto de estas observaciones me lleva a rechazar con energía la desaparición del tipo penal "adulterio", como una iniciativa que atenta contra la familia, basada en el matrimonio, pues ésta precisamente está constituida en ese vínculo indisoluble, libremente contraído y públicamente afirmado. Esa familia, como una comunidad de amor y de solidaridad, abierta a la transmisión de la vida, es destruida por el adulterio.


Por todo lo expuesto, rechazo la indicación.
El señor GONZÁLEZ.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Núñez, quien la había solicitado con anterioridad.
El señor NÚÑEZ.— Señor Presidente, el tema es extraordinariamente importante, y lamento una vez más que no hayamos tenido la posibilidad de debatirlo en otro marco de consideraciones, sobre la base de antecedentes históricos, legislativos, que nos hubieran permitido realizar una análisis mucho más de fondo respecto de las características que asumen el matrimonio y la familia en la sociedad chilena.


No constituye verdad el que quienes hemos suscrito la indicación estemos, directa o indirectamente, tratando de atentar contra uno de los principios básicos de nuestra sociedad, cual es la constitución sana de la familia. Desde hace mucho tiempo pensamos que en Chile se requiere un exhaustivo análisis respecto de la familia y de las dificultades que enfrenta para que efectivamente se desarrollen dentro de ella la fidelidad, la felicidad y todos los valores propios de una institución que se construye sobre la base del sentimiento más profundo del ser humano: el amor. En ese sentido, creo que la presente discusión se está llevando a cabo en función de criterios que no corresponden a un tratamiento a fondo de la materia.


Estoy absolutamente convencido de que la manera de defender a la familia, de promoverla y procurar que efectivamente constituya un pilar esencial en el desenvolvimiento de una sociedad sana como la nuestra es eliminar ciertas penas que no corresponden a la realidad cultural que estamos viviendo. Porque si siguiéramos determinados argumentos aquí expresados, debiéramos enfrentar, también, otro tipo de fenómenos que atentan diariamente contra la familia. Digámoslo con claridad: nuestros medios de comunicación están desarrollando valores que debilitan la estabilidad de la familia, y, particularmente, el principio de la fidelidad. Cada uno de los programas de televisión que ve el 80 por ciento de nuestros hijos, mujeres, del país en su conjunto, entre otras cosas, presenta como un valor dado la infidelidad. Es algo que debemos enfrentar y que está más allá de las consideraciones relativas al proyecto en debate.


Pero señalémoslo con franqueza: el tema de la infidelidad está básicamente relacionado con el de la relación sexual extramarital del hombre o de la mujer, hecho permanentemente presente en las conductas de un sector importante de la población, y, en consecuencia, su naturaleza también es otra.


Por tanto, quienes firmamos la indicación lo hemos hecho pensando, primero, que es necesario un debate mucho más profundo de la materia, y segundo, que no se defiende a la familia y su desarrollo en la sociedad actual con la mantención de disposiciones que más bien hablan del pasado, de situaciones retrógradas o pretéritas que, evidentemente, ya han sido superadas por la realidad concreta, nos guste o no nos guste.


He dicho.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor González.
El señor GONZÁLEZ.— Señor Presidente, intervengo ahora para no fundamentar posteriormente mi voto.


En primer lugar, creo que el tema en comento, más que de Derecho Penal o de connotaciones de esta índole, es de carácter sociológico, y requiere una profunda meditación.


En segundo término, deseo señalar que nuestra visión laica del mundo y de la sociedad está fundada en valores. El laicismo no consiste en la carencia de éstos. Muy por el contrario, hay valores muy firmes para nosotros, y uno de ellos es precisamente la familia.


No podemos permitir que se tilde de asesinos a quienes aspiramos a estudiar en profundidad temas como el aborto o la eutanasia. Se sabe que en nuestro país se producen 250 mil o 300 mil abortos al año, en los cuales las mujeres ponen en peligro sus vidas por no poder realizarlos en condiciones adecuadas. No estamos por matar a nadie; tampoco por destruir a la familia. Todo lo contrario: creemos, y profundamente, que ésta es el pilar fundamental de la sociedad, y que debemos tratar de fortalecerla a todo evento. Pero ello no se logra a través de sanciones penales respecto de conductas propias de los seres humanos, de disposiciones que aparecen como absolutamente anacrónicas en nuestra época.


Éste es un país donde no existe la posibilidad de divorciarse, aun cuando se presenten situaciones que hagan absolutamente imposible la convivencia entre un hombre y una mujer. En Chile, los hombres tienen por costumbre abandonar sus hogares, trasladarse de un lugar a otro. Vivimos en un mundo en que ello es muy fácil. No estamos en la Edad Media, cuando los seres humanos vivían en pueblitos en que se sabía todo lo que ocurría. ¿Qué pasa con una mujer que es abandonada por su marido después de cinco o seis años de matrimonio? ¿La estamos condenando a mantener un voto de castidad, al no poder satisfacer una función humana natural como el instinto de procreación, uno de los dos más formidables impulsos del ser humano?


En consecuencia, señor Presidente, estoy de acuerdo con los colegas que han planteado que el tema debe llamar a una profunda reflexión no sólo al Senado, sino a toda la sociedad chilena, a fin de asumir hoy el significado de la familia y determinar la forma más adecuada de protegerla.


Y, ya que hablamos de divorcio, ¿por qué no puede ser el adulterio, precisamente, una de sus causales?


Ahora, ¿se va a terminar el adulterio porque se penalice al hombre o a la mujer? ¡Esta disposición parece de la Edad Media! Castigar, penalizar, encarcelar a hombres que yacen con mujeres que no son su esposa es absolutamente anacrónico; no está de acuerdo con los tiempos que vivimos.


No firmamos y apoyamos la indicación por ser contrarios a la familia. ¡Estamos cansados de que se llegue a conclusiones simplonas como ésa: quienes deseamos que se legisle sobre el divorcio estamos en contra de la familia, como, asimismo, los que no queremos que se penalice el adulterio, por estimar que no es ésa la forma de combatirlo, sino los principios morales sólidos! ¡Quienes anhelamos que se estudie el problema del aborto o de la eutanasia estamos contra la vida, somos criminales! ¡No estamos dispuestos a aceptar tales calificaciones!


Señor Presidente, somos partidarios de que en nuestro país se lleve a cabo un análisis amplio, no solamente respecto del adulterio, sino de lo que debe ser la organización de la sociedad, sobre la base de establecer un núcleo familiar sólido que responda a los requerimientos de la vida actual.


Muchas veces se adoptan actitudes pacatas en estas materias. Altos personeros de éste y de otros Gobiernos han vivido su vida familiar en una institución que hoy, se reconozca o no, es aceptada por la sociedad: la pareja, esto es, una familia al margen de la legislación del matrimonio. Actualmente se respeta que una pareja desee fundar su vida en otros lazos que los que establece una disposición que supera los cien años, y que debe adecuarse a la sociedad moderna, como ocurre con el artículo que define el matrimonio.


Por consiguiente, reitero: quienes tenemos una visión laica de la sociedad y del hombre estamos por fortalecer a la familia; tenemos la absoluta convicción de que ésta constituye la piedra angular del desarrollo de aquélla. No obstante, eso no nos hace partidarios de penalizar a todos lo que deseen formar una familia al margen de la legislación, por no estar de acuerdo con ella o por creer que hay un vínculo, distinto al mandato de una ley, que permite al hombre vivir intensamente su vida familiar sobre la base de la fidelidad, el respeto, la obligación respecto de los hijos y de todos aquellos profundos valores que compartimos quienes hemos asumido un punto de vista laico.


Entonces, si firmamos la indicación no lo hicimos por querer que la sociedad se desenvuelva en términos de un absoluto libertinaje. Creemos que eso no es bueno para su salud moral. La sociedad debe estar sometida a ciertas reglas mínimas que rijan el comportamiento de sus miembros. La firmamos porque, a partir de nuestra visión laica del mundo, deseamos que se realice un amplio debate sobre éste y otros temas que afectan a la sociedad chilena. Entre ellos está, por ejemplo, el de la drogadicción. Niños de 12 años son impulsados a consumir droga en las esquinas de sus colegios.


¿Quiénes son los que trafican? ¿Dónde está nuestra preocupación por penalizar tales comportamientos? Debemos, pues, llevar a cabo una discusión más profunda. No estamos en la Edad Media, sino en una sociedad moderna, con instituciones nuevas, con otros peligros que acechan a la familia, al hombre y a la mujer.


Por todo lo dicho, señor Presidente, anuncio mi voto favorable a la indicación, reiterando —porque tengo mucho temor de ser malinterpretado— que ello no significa que estemos en contra de la familia. Muy por el contrario: tenemos la profunda convicción, emanada no del humanismo cristiano, sino del humanismo laico, de que la organización de la sociedad debe ser defendida sobre la base de fuertes valores.


He dicho.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, se han planteado diversos aspectos con relación a esta materia. El primero es de carácter reglamentario. Se ha preguntado qué ocurre con la aprobación o rechazo de la indicación o del artículo por parte del Senado. En cuanto a la posibilidad de desagregar la norma, creo que ello ha quedado suficientemente aclarado, no obstante lo cual, deseo dar mi opinión: en lo personal, no veo inconveniente reglamentario alguno para que se voten primero la indicación y luego el artículo, dando lugar a una Comisión Mixta.


Por otro lado, respecto de la conveniencia misma de la proposición, me parece necesario que se discuta ahora, ya que siempre planteamos que estamos ante un tema muy importante que deberá estudiarse más adelante. Creo que el momento de debatir la despenalización del adulterio es éste. No constituye novedad para ninguno de los señores Senadores. La norma figuraba en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento —también está en el segundo—, donde se dejó constancia de una abstención en su aprobación, sin perjuicio, por cierto, de que, sobre la base de los votos que obtenga, pueda ir a una Comisión Mixta.


Sin embargo, ésta es la ocasión de discutir el tema.


Se ha planteado —y se mira con alguna simpatía— la posibilidad de que esto se rechace "para que todo siga igual". Y eso significa, tal como lo ha hecho presente la señora Ministra del SERNAM, mantener una doble discriminación en perjuicio de la mujer.


El Honorable Senado —integrado mayoritariamente por varones— considera que no es malo continuar igual mientras llegamos a ese gran debate que yo no tengo claro cuándo lo efectuaremos, porque lo vamos a juntar con el aborto, la drogadicción y el divorcio.


A mi juicio, debemos separar los temas, aunque tengan un fundamento común, y sobre la base de este último, discutir cada uno de ellos.


Existe una doble discriminación, porque, por una parte, se sanciona siempre a la mujer que yace con varón que no sea su marido y, por otra, se castiga al hombre sólo cuando tiene manceba dentro del hogar conyugal o, fuera de éste, con escándalo. Es decir, aquélla se produce, en primer término, respecto del tipo de delito —cuando incurre en éste la mujer, cuando lo comete el marido— con evidente perjuicio para la mujer.


Sin embargo, hay otra situación más discriminatoria aún, y que se relaciona con la pena asignada al delito. El adulterio de la mujer es castigado con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados, desde el mínimo al máximo. En tanto que tratándose del marido, con las características ya mencionadas —que tuviere manceba dentro de la casa conyugal, o fuera de ella con escándalo, que, de partida, podría estimar una figura de adulterio más grave— se sanciona sólo con la pena de reclusión menor en su grado mínimo.


En consecuencia —reitero—, la discriminación es doble. Por tal motivo, debemos resolver el problema desde ya: o no se sanciona a nadie, o se sanciona a todos por igual. La misma figura y la misma sanción. Me parece que el resto —tal como lo afirmó la señora Ministra— incluso infringe la Constitución y el principio de igualdad ante la ley.


En tercer término, deseo referirme en general a las sanciones al adulterio.


Realmente resulta —como se dijo aquí—, tal vez, contra los tiempos plantear una sanción para ese delito. Pero, en verdad, el mundo de hoy, con todo lo que nos presenta, nos lleva (como se ha hecho mención en la Sala, especialmente por el Honorable señor Pacheco) a analizar qué valores deseamos proteger como legisladores. En nuestra calidad de tales ¿pretendemos privilegiar la libertad de las personas para hacer lo que se les ocurra, o queremos privilegiar la familia?


A lo mejor, el equívoco se produce por el hecho de que estamos analizando el problema no mirando a la familia en general sino a una familia especial y particular, y en un momento determinado. La verdad es que el legislador debe apreciar a la familia como institución, como fundamento de la sociedad, como reconoce hoy nuestra Carta Fundamental.


En esa perspectiva, quiero recordar que el delito de adulterio se halla dentro de un párrafo que dice relación con la protección de la familia. Y contra el orden de la familia, en otro, se encuentran los ultrajes públicos a las buenas costumbres y la moralidad pública. Y hay muchos delitos que, en esta visión de una familia, una persona y su libertad, podrían ser dudosos. Por ejemplo, el delito de bigamia, que está sancionado a continuación del párrafo que regula el delito de adulterio, y se lo denomina "celebración de matrimonios ilegales".


Alguien podría también sostener que nada interesa al resto de la sociedad que una persona se case diez veces. Sería factible, asimismo, afirmar que es algo frecuente. Efectivamente, lo es. La experiencia enseña que muchas personas lo hacían, en especial las que trabajan en distintas Regiones, sobre la base de que en el pasado había un sistema de Registro Civil que no permitía detectarlo. En todo caso, con la incorporación de la computarización, hoy día se efectúa una cantidad enorme de denuncia en ese sentido.


¿Vamos a sostener por ello que la bigamia es un delito que corresponde exclusivamente a los contrayentes y que a la sociedad no le interesa que pueda existir? Por ejemplo, la viuda que se casa antes de cierto plazo: 270 días después de la muerte del marido. ¿Qué sentido tiene eso? Proteger la familia, la paternidad dentro de ésta. ¿Eso interesa sólo a esa familia? No. Ese problema incumbe a las familias, sin apellidos. Y en esa perspectiva también se halla la figura del adulterio.


Por ello, pienso que debe haber una sanción igual para todos y que despenalizar en el día de hoy nos tiene que hacer reflexionar mucho, porque resulta que tenemos de por medio un valor que debemos proteger: la familia, la familia en abstracto, no la de persona determinada.


Por tales razones, votaré a favor del informe de la Comisión. 



He dicho.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Calderón.
El señor CALDERÓN.— Señor Presidente, sólo deseo señalar lo siguiente.


Se ha argumentado —lo cual me parece atendible— que es una norma educativa, y que debe constituir un mensaje a la sociedad. A mi juicio, es un mensaje muy abstracto. La sociedad dispone de otros instrumentos para luchar contra el adulterio, pero no por la vía impositiva, no por ley. Sin embargo, ése es uno de los grandes razonamientos. Incluso, se ha manifestado que, aunque no se aplicara, vale como mensaje ético. Pero me parece que los Senadores no estamos para hacer leyes que no puedan cumplirse.


Actualmente es imposible aplicar la pena a la mujer casada que comete adulterio. Si se llevara a efecto lo señalado por el proyecto en informe, pienso que faltaría infraestructura en el país. Estoy en contra de eso. Son otras —repito— las normas que la sociedad debe poner en práctica. Es otra la forma de hacer conciencia. No creo que toda la moralidad debe llevarse a las leyes. Así fue antes y así es ahora.


Hay países partidarios del principio de incorporar todo lo relativo a la moral en las disposiciones legales. Tenemos el caso de las naciones islámicas, que pretenden traspasar las enseñanzas del Corán al plano legal. Y ahí se puede apreciar la situación en que se encuentran los musulmanes frente a esos problemas: el atraso enorme en el trato hacia la mujer.


Por eso estoy en contra de la discriminación y a favor de su eliminación, y en tal sentido el espíritu del proyecto es positivo. Sin embargo, no soy partidario de que si a la mujer se le aplica una pena injusta —por decirlo así—, también se haga lo mismo con el hombre, por la vía de la igualdad.


A mi juicio, hay que despenalizar, lo cual no va en contra de la familia, sino que precisamente en su defensa. No se trata aquí de dividir a los Senadores en morales y amorales, sino de ver cómo protegemos a la familia con criterios y posiciones modernos, y no con ideas tan atrasadas como las que se reflejan en las indicaciones presentadas.


Por eso, me alegro de coincidir con mi bancada respecto de la despenalización, pues, sobre una materia tan delicada —sin duda alguna, lo es—, quizás podríamos disentir, pero no es así. Estamos con un criterio común frente a este problema.


En consecuencia, votaré a favor de la indicación. Creo que de esta manera estamos en contra de la discriminación de la mujer en esta materia y protegiendo a la familia. Como bancada, siempre estaremos dispuestos a apoyar cualquier proyecto que la defienda, como lo hemos hecho con el resto de las disposiciones de la iniciativa, porque ello constituye un avance en el proceder de los políticos actuales en el sentido de dar un trato distinto a la mujer en Chile.


He dicho.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación la indicación renovada número 107.


Antes de proceder a ella, solicito autorización de la Sala para que el Honorable señor Pacheco presida la sesión, por tener que ausentarme y estar el Presidente impedido de asumirla en este momento.


—Pasa a presidir la sesión el Senador señor Pacheco.


—(Durante la votación).
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, como aquí se ha hablado de la Biblia, de historia, etcétera, también quiero "echar mi cuarto de espadas" y preguntar qué le pasó a Juan Bautista por acusar de adúltero a Herodes. ¡Perdió la cabeza! Habría que preguntar qué le pasó al general Urías, que tenía una mujer hermosa que se llamaba Betsabé y que le gustó al rey David. Este lo mandó a combatir al sitio más peligroso de una batalla, en la que encontró la muerte.


Creo que, al rememorar estos hechos históricos es bueno recordar el adulterio y sus consecuencias.


El Honorable señor Calderón hizo relación aquí al apedreamiento a que era sometida una mujer, pero olvidó una parte muy importante. Cuando Cristo le dijo "en vista de que nadie te acusa, yo te perdono", no le dio vía libre para seguir haciéndolo, sino que le manifestó "Vete y no peques más". O sea, le puso una condición.
El señor CALDERÓN.— ¿Me permite una interrupción, señor Senador?
El señor DÍAZ.— Perfecto. Sólo quería completar su historia, nada más.
El señor CALDERÓN.— Muy bien. Yo la completo también de la siguiente manera. En el hecho bíblico señalado, cuando Él dice que quien esté libre de pecado tire la primera piedra, ¡no quedó nadie!
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Advierto a los señores Senadores que estamos en votación y no se pueden conceder interrupciones.
El señor CALDERÓN.— Pero, en verdad, ratifico que son las dos cosas señaladas, porque el Antiguo Testamento era drástico en ese sentido, y Cristo daba una interpretación al hecho y, desde luego, enseñaba que no se siguiera pecando.
El señor DÍAZ.— Me alegro de que el Senador señor Calderón sea un exégeta de la Biblia. Eso significa que tiene mucho conocimiento al respecto y le agradezco la ilustración que me acaba de dar. Lo agradezco sinceramente.


Sin embargo, quiero decir que esto es tan viejo como el mundo y que indiscutiblemente es un tema tan profundo que no lo podríamos resolver hoy día mediante una votación, pues da para mucho. No estoy en absoluto de acuerdo con la posición del Honorable señor González en el sentido de que haya una permisividad tal que prácticamente tendríamos que borrar el Registro Civil, ya que sería cuestión de emparejarse no más.


A mi juicio, no lo entendí mal, pero estoy en absoluto desacuerdo con su afirmación de que las parejas actualmente constituían una formalidad muy aceptada en la sociedad, y tengo la obligación de decirlo. Creo que el matrimonio tiene —me alegro de que haya llegado el Senador señor González— un sentido de tipo civil y también uno de carácter sacramental, por lo menos para quienes somos creyentes, y no podemos apartar esta condición para ser creyentes a la hora de la misa del domingo y dejar de serlo aquí en el Senado. Yo lo sigo siendo en todas partes, ése es mi predicamento, y en esos términos voy a hablar.


No soy partidario de que todo siga igual. Claramente. Por lo tanto, votaré en contra de la indicación para que este tema, que tiene relación con el Año de la Familia, que empezó el 26 de diciembre de 1993, se trate en profundidad. Creo que es una materia muy seria, profunda y con muchas raíces, y que no podemos abordarla así —perdónenme—, un tanto livianamente. Es un tema que amerita otra sesión muy especial y que tenga relación con la familia en su totalidad.
El señor DIEZ.— Señor Presidente, el debate se ha extendido más allá del tema de que trata la indicación que estamos votando. Se ha analizado en general la situación de la familia, y sobre eso quiero precisar algunos conceptos.


Los católicos sostenemos que la familia debe estar conformada por un matrimonio indisoluble y que ella no sólo dice relación con sus miembros o la felicidad de los cónyuges, sino con la sociedad. Y la Iglesia, que es experta en humanidad, lo ha señalado, como lo han recordado aquí algunos señores Senadores que me han precedido en el uso de la palabra.


No obstante, nuestra visión de la familia —reforzada por la postura de la Iglesia— depende del concepto que tengamos de la naturaleza de la familia. Y creo que la naturaleza de esta institución es lo que nos lleva a rechazar tanto el divorcio como también esta indicación, y, asimismo, a analizar cuidadosamente la legislación relativa a los hijos naturales y a los ilegítimos, y las condiciones que la legislación chilena en general debe brindar a la familia para que ésta nazca donde no exista, florezca y cuente con las mejores condiciones.


Por otra parte, es bueno tener en cuenta que la familia es mucho más que el derecho individual de los cónyuges a satisfacer sus instintos, como se ha dicho acá, o a su propia felicidad. Es mucho más que eso. Mucho más incluso que los cónyuges y los hijos. Cuando decimos que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad, estamos repitiendo una fórmula que viene desde muy antiguo. Pero, ¿entendemos realmente lo que estamos diciendo? Al defender la familia no sólo estamos apoyando nuestras creencias, sino fundamentalmente las normas de convivencia social y de supervivencia de nuestra sociedad.


Frente a la indicación que estamos votando, las palabras expresadas por el señor Presidente accidental de esta sesión corresponden fielmente a mi pensamiento. En mi opinión, el adulterio es un hecho ilícito. La forma como deba ser tramitado y las penas que deban aplicarse podrán ser objeto de análisis, así como sus consecuencias tanto en lo civil como en lo penal, pero lo que no se puede borrar es su calidad de ilícito y separarlo del Código Penal, porque —cosa muy importante para nuestro pueblo— estaríamos dando una señal equivocada, pues, sin lugar a dudas, las intervenciones que de esta sesión se van a publicar son las que versan sobre esta materia y no otras de igual o relativa importancia que hemos tratado. Por ello, debemos tener cuidado de que esta señal que el Senado y la cabeza del Estado están dando sea la adecuada para el resguardo de los principios que hacen posible el mantenimiento de la familia y el sostén de la sociedad.


Votaré en contra de la indicación por estimar que el adulterio es un hecho ilícito, que respecto de todas las materias relacionadas con la familia debemos ser muy cuidadosos, y que, en el caso del delito de adulterio que estamos tratando esta mañana, la peor solución es eliminarlo como hecho ilícito.
La señora FELIÚ.— Por las razones dadas con anterioridad, rechazo la indicación.
El señor GONZÁLEZ.— La votaré favorablemente, por los motivos expresados en mi intervención anterior, en la que anuncié que no fundamentaría el voto.
El señor LAVANDERO.— Señor Presidente, votaré a favor de la indicación, de la cual además soy uno de los firmantes, porque estoy en contra de la discriminación de la mujer.


Considero que el mantenimiento de la pena para el adulterio no resuelve el problema de la protección de la familia. Creo que el cónyuge que encarcela a la madre de sus hijos causa un mal mayor que el que trata de sancionar, y no puede aducir que en esa forma está defendiendo la familia. Por el contrario, la está destruyendo. No creo que los hijos tengan que ir a ver a su madre a la cárcel donde se encuentra recluida por un delito que, en el caso de un varón, queda sin sanción, salvo que lo cometa con escándalo. Pienso que en esto hemos caído en un artificio y en un machismo exagerado.


En seguida, no creo que la moral deba imponerse por ley. ¿Por qué, entonces sancionar a los mentirosos, a los que no son buenos o a los que no son virtuosos? Incluso un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra también preguntó por qué no sancionar a los que no son católicos o a los que no son evangélicos. La moral no puede inmiscuirse en el Código Penal.


Además, el hecho de despenalizar el adulterio no significa que dejemos impoluto o sin castigo a quien comete adulterio, pues el Código Civil se encarga de sancionar civilmente, como corresponde. Pero de ahí a que un hecho de carácter moral —por supuesto, repudiable— tenga que ser penado por el Código Penal, es cuento aparte, y estimo que, en este sentido, hay que modernizar el Derecho Penal.


Por las razones expuestas, voto a favor de la indicación que he firmado.


He dicho.
El señor MC-INTYRE.— Señor Presidente, el tema que estamos tratando sobre la igualdad del hombre y la mujer está perfectamente delineado en el Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.


A su vez, un folleto publicado por el Servicio Nacional de la Mujer destaca este tema en forma muy clara, al decir: "El servicio Nacional de la Mujer convocó a un grupo de connotados juristas para realizar un estudio que adecuara el Código Civil chileno al principio de igualdad de hombre y mujer ante la ley, consagrado en la Constitución.


"Como resultado de este estudio, se elaboró un proyecto de reformas relativas a los deberes personales de los cónyuges y las relaciones patrimoniales entre marido y esposa". O sea, el punto en discusión está directamente relacionado con el espíritu de la ley.


En cuanto al adulterio, no hay la menor duda de que en nada contribuye a la conservación de la familia y del matrimonio. Por el contrario, lo destruye y quienes más sufren después son los hijos.


Considero una enorme inconsecuencia, cuando se alude a la necesidad de una legislación para los tiempos modernos, sostener que ella debe tener en cuenta esta nueva actitud que la sociedad está tomando frente a las parejas. Yo creo que ésa es una barbaridad. Lo que debemos hacer es defender a la familia. Y los proyectos de ley referentes a los niños, a los asesinatos, a la mayoría de edad, hemos podido apreciar que la educación en cárceles y prisiones es absolutamente nula. ¿Dónde reciben formación los niños? En el colegio y en la familia. En consecuencia, al aceptar faltas, como el adulterio y otras, que afectan la estabilidad del matrimonio y de la familia, estaremos contribuyendo a destruir y a maleducar a los hijos.


Por eso, voto en contra de la indicación. 

El señor PACHECO (Presidente accidental).— Voto en contra de la indicación, por las razones expuestas en el debate.
El señor PALZA.— Señor Presidente, comparto plenamente lo señalado por algunos señores Senadores en el sentido de que urge tener un debate global sobre la familia, porque estamos asistiendo —y lo hemos hecho durante los últimos años— a distintas discusiones sobre problemas puntuales. Y cada cierto tiempo —incluso en la prensa, en seminarios y en foros— se plantea lo relacionado con una política global de la familia.


De hecho, el actual Gobierno ha elaborado un completo estudio —me parece que ya está en poder de distintos sectores del Parlamento— para que se analice en plenitud el papel que debe cumplir la familia. Creo que en esa ocasión podremos efectuar un debate que comprenda las distintas temáticas que en cada oportunidad hemos tratado respecto del divorcio, el SIDA, la situación de menores, el narcotráfico, etcétera.


En lo particular, tampoco sería adecuado no expresar ahora nuestra opinión sobre el adulterio.


La aprobación de la indicación recién presentada por algunos señores Senadores, los cuales han emitido juicios —que no comparto— sobre distintas situaciones, daría una señal muy negativa al país, en especial, a las nuevas generaciones.


Algunas afirmaciones de ciertos señores Senadores en cuanto a que estas instituciones son anticuadas, arcaicas o pertenecientes a épocas feudales, no corresponden a la realidad, y, sobre la base del modernismo y del pragmatismo, estamos dando pésimas señales, que sólo contribuyen a confundir a las nuevas generaciones y, en forma muy especial, a quienes van a contraer el sagrado vínculo. Cuando se habla de la pareja como una cosa normal en el país, estamos reflejando, en cierto modo, una situación que no habla bien del concepto que algunos tenemos de lo que es la familia.


A mi juicio, debemos hacer todos los esfuerzos posibles para fortalecer el núcleo familiar. En ese sentido, creo que el informe de la Comisión representa mejor los principios que sustento desde el punto de vista cristiano.


Por las razones expuestas, rechazo la indicación.


He dicho.
El señor PRAT.— Señor Presidente, entiendo que la indicación pretende corregir una norma que aparece como desequilibrada e ineficaz, pero que nadie niega que está en desuso y, por lo tanto, en la práctica tiene casi nula aplicación.


Por otra parte, la proposición da una señal que daña el bien que se desea proteger: la familia, el que a nuestro juicio debe ser priorizado al momento de efectuarse la votación.


Por lo expuesto, rechazo la indicación.
El señor RUIZ (don José).— Por problemas de conciencia, voto en contra de la indicación.
La señora SOTO.— Señor Presidente, si verdaderamente queremos proteger la familia, debemos hacerlo con seriedad, y tras los estudios correspondientes, llegar a un Código de la Familia y a un Tribunal de la Familia.


Debemos sentir y saber que aquí no sólo existe familia en el matrimonio, sino que también hay a lo menos 890 mil mujeres jefas de hogar que tienen hijos a su cargo, y eso es familia. Hay familias más extendidas, sobre todo en las poblaciones, en las que conviven los abuelos con los hijos.


Y eso es una familia. Y, naturalmente, se la debe proteger.


Ahora, en cuanto a la mujer, hoy día existen discriminaciones que claman al cielo, y que son aún peores que la señalada respecto del adulterio. Desde luego, se encuentra la paternidad irresponsable. En este país basta con que un varón, después de haber tenido un acto de amor, de procrear un hijo, diga: "no es mío", para que simplemente la mujer deba cargar, como un gravamen, con un hijo que debiera ser un bien de toda la sociedad.


Ésa es una discriminación enorme, y debemos apuntar a su eliminación lo más rápidamente posible.


Pero existen otras discriminaciones. Aquí se ha hablado de la despenalización del adulterio. Y se han olvidado de la manceba. Aunque de risa, resulta que la manceba también es castigada, y lo es, por su condición de mujer. No recuerdo bien la penalidad, pero el extrañamiento puede llegar —me parece— hasta los veinte años. ¡Una barbaridad!


Asimismo, existe otra discriminación, y se refiere a que la mujer en estado de viudez o anulada no puede contraer matrimonio...
El señor LAVANDERO.— La manceba sufre la pena de destierro, según el artículo 381 del Código Penal.
La señora SOTO.— Lo recordaba bien, entonces. Y una pena de destierro es tremenda.


Ahora, la mujer anulada no puede volver a contraer matrimonio si no han transcurrido los días que señala la legislación. Y si no quiere esperar, puede acudir al juez para que la autorice, previa inspección de una matrona o de un facultativo. Esto me parece una odiosidad sin nombre.


Entonces —repito— debemos apuntar a que efectivamente las discriminaciones terminen. Y en este sentido, creo que lo mejor que podemos hacer para dar una señal por lo menos inequívoca en este aspecto es despenalizar el adulterio en su totalidad. Porque estimo aberrante pensar que para llegar a la igualdad señalada en la Constitución Política se deba, además, penalizar al varón. Eso es inaceptable desde el punto de vista de lo que pretendemos para que la mujer sea elevada en su dignidad y en su condición de persona.


Por esas razones, y no sólo por haber suscrito la indicación renovada, voto a favor de ella.
El señor THAYER.— Señor Presidente, de los muy interesantes discursos escuchados en las fundamentaciones de voto debemos recoger una afirmación que es delicada.


Se ha preguntado por qué no se sancionan todas las faltas de tipo puramente moral. La relación de moral y derecho constituye un punto muy delicado. Normalmente, la infracción al derecho implica una responsabilidad moral, pero no siempre las infracciones morales implican una infracción al derecho. Sin embargo, todo lo que envuelve de alguna manera la institución familiar suele comprometer parejamente responsabilidades morales y jurídicas.


Ya el Derecho Romano en sus muy antiguas normas definía el matrimonio como "Coniunctio maris et feminae et consortium omnis vitae, divini et humani iuris communicatio" (unión de hombre y mujer en consorcio para toda la vida, con comunicación del derecho divino y humano).


En el momento en que estimemos que la familia es sólo una situación moral que engendra puramente deberes de tipo moral y no obligaciones jurídicas, estaríamos destruyendo la base misma de la sociedad, pues la Constitución Política señala en su artículo 1° que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad, y en su inciso quinto indica el deber de propender a su fortalecimiento.


No puedo comprender que la despenalización del adulterio en el hombre y en la mujer, por buscar una igualdad en tal sentido, sea un factor que contribuya al fortalecimiento de la familia.
El señor LAVANDERO.— ¿Me permite una interrupción, señor Senador?
El señor THAYER.— Siento mucho no poder acceder a ello, pues estoy fundando mi voto. Su Señoría sabe mucho mejor que yo que no pueden concederse interrupciones durante la votación.


Por consiguiente, estimo que la indicación no debe ser aprobada. Y, a la inversa, el criterio fijado por el informe de la Comisión de Constitución del Senado es lo que mejor recoge la actitud posible sobre la materia, sin perjuicio de lo que se debata a fondo en un proyecto independiente.


Por eso, rechazo la indicación renovada.
El señor ZALDÍVAR.— Señor Presidente, voy a rechazar la indicación, no porque esté en contra o en favor de ella. Tampoco la solución propuesta por el Ejecutivo me satisface. No creo que despenalizar o penalizar el adulterio constituya un problema de ética, y que me obligue en conciencia a mantener el adulterio como delito penal. Lo que sí repudio es el adulterio como hecho, sea el hombre o la mujer quien lo cometa. Empero, he sostenido aquí que esta materia debiera haberse incluido, no en esta legislación, sino en un proyecto aparte.


Y con el solo objeto de obtener ese resultado, de que no haya legislación sobre la materia, ni en un sentido ni en otro, sino que se proponga un proyecto completo, donde se resguarden todos los bienes jurídicos del caso, voto que no.


—Se rechaza la indicación renovada (19 votos contra 9 y un pareo).


Votaron por la negativa los señores Alessandri, Cantuarias, Díaz, Diez, Feliú, Huerta, Letelier, Martin, Mc-Intyre, Pacheco, Palza, Prat, Romero, Ruiz (don José), Siebert, Sinclair , Thayer, Urenda y Zaldívar.


Votaron por la afirmativa los señores Calderón, Frei (don Arturo), González, Hormazábal, Lavandero, Navarrete, Núñez, Páez y Soto.


No votó, por estar pareado, el señor Ortiz.
La señora FELIÚ.— Procede votar la disposición, señor Presidente.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Corresponde, en consecuencia, votar el artículo 34 del primer informe de la Comisión, que introduce modificaciones al Código Penal en la forma indicada en su oportunidad.
El señor DIEZ.— De todas maneras corresponderá el trámite de Comisión Mixta.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, entendiendo cuál es el espíritu de lo analizado, si la Cámara de Diputados rechaza este artículo, se va a Comisión Mixta. Entonces, para ahorrar tiempo, solicito darlo por aprobado con la votación anterior, pero invertida. Y así podremos tratar otra iniciativa que nos interesa bastante, la relativa a las asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado.
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Si le parece al Senado, se aprobará el artículo 34 del primer informe con la votación indicada.
El señor NÚÑEZ.— Señor Presidente, me comprometí en un pareo con el Senador señor Alessandri. En todo caso, la votación queda igual.
El señor HUERTA.— Señor Presidente, cuando voté la indicación se hallaba presente el Senador señor Sule. Ahora Su Señoría no está en la Sala, por lo que debo dejar constancia de mi pareo con el Honorable señor Sule.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La votación quedaría como sigue: 16 votos por la afirmativa, 9 por la negativa y 4 pareos.
La señora FELIÚ.— ¿Por qué no disminuirían los votos negativos, señor Presidente?


—Se aprueba el artículo 34 (17 votos contra 8 y 4 pareos).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En seguida, la Comisión propone consultar, a continuación del artículo 34, un artículo 35 nuevo, con lo que cambia correlativamente la numeración de los restantes.


Este precepto es consecuencia del anterior, y se refiere a modificaciones al Código de Procedimiento Penal en sus artículos 17 y 18, por lo que cabría aprobarlo con la misma votación.


—Se aprueba (17 votos contra 8 y 4 pareos).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En el artículo 36, que pasa a ser 37, la Comisión sugiere reemplazar la frase "los números 6 y 7 de su artículo 30" por "los números 7 y 8 de su artículo 28".
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Consiste sólo en una enmienda de redacción.


—Se aprueba.
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Queda despachado el proyecto.


Tiene la palabra la señora Ministra.
La señora ALVEAR (Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer).— Señor Presidente, sólo deseo agradecer, por su intermedio, al Honorable Senado la aprobación de esta iniciativa, la que, no nos cabe duda, marca un hito en la historia del ámbito civil en nuestra legislación.


El proyecto introduce el régimen de participación en los gananciales como un régimen alternativo en el matrimonio, pudiendo optarse por éste al momento de contraerse matrimonio. Se establece —lo discutimos en la sesión de ayer— el patrimonio familiar, creando por primera vez en nuestro país un conjunto de normas que pasan a ser parte del Código Civil y tienden a proteger, para la familia, la casa-habitación y los bienes que existen al interior de ella. Finalmente, se igualan los deberes y derechos que en el ámbito del estatuto personal acarrea el hecho de contraer matrimonio.


Sin lugar a dudas, estamos dando un paso importante. Y en nombre del Gobierno —repito—, quiero agradecer el apoyo prestado tanto por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia como por el Honorable Senado para la aprobación de esta iniciativa legal.
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Agradezco, en nombre del Senado, a la señora Ministra.

NORMAS SOBRE ASOCIACIONES DE 

FUNCIONARIOS DE LA ADMINISTRACIÓN 

DEL ESTADO

El señor PACHECO (Presidente accidental).— Corresponde ocuparse en el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. La iniciativa tuvo su origen en un mensaje del Ejecutivo, y cuenta con urgencia calificada de "Suma".


Recabo el asentimiento del Senado para que ingrese a la Sala el Subsecretario del Trabajo y Previsión Social, don Eduardo Loyola Osorio.


—Se accede.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 52a, en 18 de mayo de 1993.


Informes de Comisión:


Trabajo, sesión 10a, en 2 de noviembre de 1993.


Hacienda, sesión 10a, en 2 de noviembre de 1993.


Trabajo (segundo), sesión 20a, en 4 de enero de 1994.


Discusión:


Sesión 10a, en 2 de noviembre de 1993 (se aprueba en general).
El señor PACHECO (Presidente accidental).— En discusión particular el proyecto.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Para los efectos del artículo 124 del Reglamento, la Comisión deja constancia en su segundo informe de que no fueron objeto de indicaciones, los artículos números 4°, 5°, 11, 15, 16, 24, 26, 27, 30, 35, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 50, 54, 55, 63 y 70 (que pasa a ser 69) permanentes, y primero transitorio. Estos artículos deben darse por aprobados.


—Se aprueban.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Asimismo, la Comisión hace constar que los artículos 2° y 12 resultaron modificados como consecuencia de indicaciones aprobadas; que acogió las indicaciones N°s 8, 9, 10, 23, 25, 31, 32, primera parte, 36, 37, 38, 44, 47, 48, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 58, 59, 62, 64, 71, 73, 76, 77, 78 y 87, y que aprobó con modificaciones las signadas con los números 11, 35, 45, 65, 69 y 74.


Las precisiones precedentes recaen justamente en las normas que la Sala deberá discutir y votar en su oportunidad.


En seguida, la Comisión deja constancia de que rechazó las indicaciones N°s. 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 32, segunda parte, 33, 34, 39, 40, 41, 42, 43, 46, 49, 57, 60, 63, 66, 67, 68, 70, 72, 75, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 88, 89, 89a, 89b, 89c, 89d, 89e, 89f, 90 y 92. Estas indicaciones pueden ser renovadas con las firmas reglamentarias, o por el Ejecutivo, en su caso.


Del mismo modo, la Comisión hace constar que fueron retiradas las indicaciones N°s. 12, 61 y 91, y que no hubo indicaciones declaradas inadmisibles.


Igualmente, deja estampado que los artículos 10, 15, 19, 51, 52, 62 y 66 tienen carácter orgánico constitucional, por referirse a materias propias de leyes relativas a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, y de conformidad al artículo 74 de la Carta Fundamental, en relación al artículo 63, inciso segundo, de la misma, requieren para su aprobación el quórum de cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, esto es, 26 votos; que el artículo 25 reviste igual carácter, por incidir en las funciones de la Contraloría General de la República, en virtud de lo dispuesto en el artículo 87, en relación con el 63, inciso segundo, de la Constitución Política; que los artículos 10, 51, 52 y 66, en los que inciden determinadas indicaciones presentadas por el Ejecutivo, las que fueron aprobadas en la Comisión en el primer informe, fueron informados favorablemente por la Excelentísima Corte Suprema durante la discusión particular del proyecto en aquélla, mediante el oficio N° 1.586, de 28 de octubre de 1993; y que en cuanto al artículo 19, tan pronto como se aprobaron en la Comisión las modificaciones consignadas en el segundo informe, se remitió el correspondiente oficio al Alto Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, pero que a la fecha de emitirse el mismo aún no se había recibido respuesta en la Secretaría del organismo técnico.


La primera enmienda propuesta por la Comisión tiene atingencia con la indicación renovada N° 3, que lleva las firmas de los Senadores señora Feliú y señores Mc-Intyre, Huerta, Otero, Larre, Siebert, Fernández, Martin, Letelier y Alessandri, y tiene por objeto suprimir los dos primeros incisos del artículo 2°, que son del tenor siguiente:


"Estas asociaciones tendrán carácter nacional, regional, provincial o comunal, según fuere la estructura jurídica del servicio, repartición, institución o ministerio en que se constituyeren, términos que en esta ley serán usados indistintamente.


"Las asociaciones de funcionarios de los servicios de salud podrán tener como base uno o más hospitales o establecimientos que integren cada servicio de salud, caso en el cual serán consideradas de carácter comunal.".
El señor PACHECO (Presidente accidental).— En discusión la enmienda.


Ofrezco la palabra.
La señora FELIÚ.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Tiene la palabra Su Señoría.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, en primer término, deseo que se recabe el asentimiento de la Sala a fin de conocer de las indicaciones renovadas en forma conjunta —me parece que son 30—, según los temas a que ellas se refieren, que son básicamente tres. A mi juicio, el más importante es el relativo a la limitación de la autonomía de estas asociaciones para generarse, esto es, para poder constituirse por hospitales, por servicios o como ellas acuerden libremente, tal cual ha sido hasta el día de hoy. Y ello afecta a varias disposiciones.


Por otra parte, hay numerosas normas referentes a un mismo asunto: el dejar a las asociaciones de funcionarios sometidas a la supervigilancia de la Dirección del Trabajo.


Por último, hay indicaciones relacionadas con las facultades de estas entidades, algunas de las cuales tienen menos de 25 funcionarios.


Reitero mi petición de estudiar las indicaciones renovadas al tenor de los tres temas señalados, para que una vez resuelta una materia, sean rechazadas o acogidas las que resulten pertinentes, lo que —me parece— puede simplificar el análisis del proyecto.


Gracias, señor Presidente.
El señor PACHECO (Presidente accidental).— El señor Secretario me hace presente que la Secretaría no está preparada en este momento para organizarse en la forma propuesta por Su Señoría, por lo que se perdería mucho tiempo en individualizar las indicaciones por materias, a menos que la señora Senadora ya lo haya hecho, caso en el cual lo podría indicar en el momento oportuno.
La señora FELIÚ.— Efectivamente, tengo las indicaciones ordenadas. Si se acoge el procedimiento sugerido, entraríamos en un tema, y en esa perspectiva se aprobarían o rechazarían algunas de ellas, que son muy fáciles de precisar.
El señor THAYER.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor THAYER.— Deseo apoyar la propuesta de la Honorable señora Feliú, por creer que, al aprobarse esa metodología, podremos despachar muy rápidamente el proyecto.
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Si le parece al Senado, seguiríamos ese procedimiento, sobre la base de la pauta que la señora Senadora nos indique, porque Secretaría no lo podría hacer.


Acordado.


En discusión la indicación renovada N° 3.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Ella tiene por objeto suprimir los dos primeros incisos del artículo 2°, a los cuales se dio lectura, y está signada con el N° 3 en el boletín de indicaciones.
La señora FELIÚ.— Corresponde a la N° 1 del legajo de indicaciones renovadas.
El señor THAYER.— Pido la palabra.
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Puede hacer uso de ella, señor Senador.
El señor THAYER.— Señor Presidente, la supresión de incisos propuesta en la indicación en análisis rompería el criterio seguido en todo el proyecto, que ha sido materia de una discusión bastante activa en la Comisión. En el sentido de asimilar, en tanto cuanto sea posible, el régimen de las asociaciones de funcionarios públicos con el de las entidades sindicales. Ésa fue una opción que se tomó, de la que, en parte muy principal, no participa la Honorable señora Feliú, lo que motivó una serie de indicaciones, las cuales, en definitiva, fueron rechazadas, por corresponder a un criterio distinto.


En lo personal, estoy en contra de la indicación en debate, porque prefiero mantener —repito— el criterio de asimilar lo más posible el régimen de asociaciones del sector público a las normas establecidas por la ley N° 19.049, sobre Centrales Sindicales. Sé que esto daría pie para un largo debate, que todos queremos evitar, pero, en todo caso, quiero hacer esta fundamentación.


Nada más, por el momento.
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Tiene la palabra la Senadora señora Feliú.
La señora FELIÚ.— Deseo dar una explicación al respecto. La verdad es que la indicación en análisis no está dentro de aquellos puntos relacionados con la pretendida similitud que se quiere atribuir a las asociaciones de funcionarios del sector público respecto de las del sector privado, las cuales, realmente, no se parecen en nada, por corresponder a mundos distintos, pues mientras en el sector privado hay una relación empleador-trabajador, en el sector público se trata de un vínculo de subordinación o jerarquía, que está claramente reflejado en todos los estatutos administrativos que han regido la vida funcionaria desde siempre en Chile.


Tocante al proyecto, se ha tenido presente una serie de limitaciones que contempla respecto del derecho de los trabajadores de la Administración del Estado para agremiarse, para formar asociaciones como lo estimen conveniente y dentro de los términos de la Constitución Política.


Una de esas restricciones, en una materia a mi juicio muy importante y que dice relación muy directa con la regionalización, es la consistente en disponer, que en los servicios de conformación nacional los dirigentes de las asociaciones regionales se designen para ante la asociación nacional, no para la propiamente regional. 



En la Comisión planteé un ejemplo que reitero aquí: en una Región como la Octava, ¿qué inconveniente puede haber para que se forme una asociación de trabajadores de Impuestos Internos, de Tesorería, de la Contraloría, de los SERVIU, y todos ellos vean los problemas que les son comunes? Al consagrar el sistema de que, cuando el servicio es nacional, la asociación gremial es elegida para ante la nacional —sin permitir la "división", por llamarla así—, la iniciativa limita, en mi concepto, el derecho de los trabajadores a agremiarse.


Quiero recordar a los señores Senadores que hoy existe esa libertad de agremiación; no está reglamentada de manera alguna para el efecto de ser impedida. Naturalmente, los trabajadores son maduros e inteligentes y saben si les conviene ejercerla —porque se hizo presente en la Comisión que podrían formarse asociaciones muy pequeñas—, de modo que van a buscar la mejor forma de agremiación, que sea útil para hacer valer y defender sus intereses. Pero reitero que hoy el derecho existe. Lo consagra, además, el artículo 19, número 15°, de la Constitución Política; y, en cuanto el texto en estudio lo restringe, está modificando ese amplio derecho para agremiarse.


La indicación concreta que nos ocupa se refiere a un aspecto puntual, que deriva de la limitación general establecida en la iniciativa que aprobó la Comisión y que contiene una salvedad: tratándose de los servicios de salud, cada establecimiento podrá formar su propio gremio. Al respecto, la supresión propuesta es consecuencia de la eliminación de otras normas. Sin embargo, si el Senado no acepta esas disposiciones, estoy por dejar que los establecimientos de salud tengan su propio gremio; no tengo ningún inconveniente. El planteamiento inicial es permitir la agremiación por establecimientos de salud, por servicios de salud de una región determinada; y, en los servicios nacionales —donde más importancia cobra la limitación—, que se posibilite la formación de gremios regionales, de manera autárquica respecto de la asociación nacional.


Ése es el sentido de la proposición.


Las indicaciones renovadas números 1 (sobre el artículo 2°); 7, letras A y B (sobre el artículo 13), y 17 (sobre el artículo 31) obedecen al mismo concepto. El punto radica en que se mantenga o no el estatuto jurídico vigente, en el sentido de que los funcionarios del Estado, tratándose de los servicios nacionales, o regionales, o provinciales, puedan agremiarse como les parezca mejor, en grupos más pequeños o más grandes, sin forzarlos a que, si el servicio es nacional, tengan que elegir dirigentes para ante la directiva nacional, lo que constituye una limitación. Sobre el particular, el proyecto sólo contempla como excepción el caso de los establecimientos de salud.


Por estas razones, señor Presidente, pido que se aprueben las indicaciones renovadas que he señalado.
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Si no entendí mal, ¿Su Señoría hizo referencia a los números 1, 7 y 17 del boletín de indicaciones?
La señora FELIÚ.— No, señor Presidente. Los números que mencioné corresponden al escrito en que se planteó la renovación de las indicaciones. No alcancé a consignar en el documento de qué indicaciones originales se trataba. Pero no costará precisarlas. Lo haré inmediatamente.
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Se lo agradeceré, señora Senadora, porque la única pauta de la que disponemos es el boletín de indicaciones.


Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor CORTÁZAR (Ministro del Trabajo y Previsión Social).— Señor Presidente, como lo han expuesto los Senadores señora Feliú y señor Thayer, aquí hay un tema importante, que cruza una serie de indicaciones y partes del proyecto y se vincula a dos cuestiones.


La principal de ellas se refiere a que, al generar un derecho de asociación para los trabajadores del sector público, se persiguió expresamente el propósito —y así fue aprobado en la Comisión— de que la normativa, en lo posible, resulte análoga a la ley que permitió la asociación de trabajadores en el sector privado, dado que ambas traducen el mismo derecho constitucional. Esto, reconociendo que en determinados aspectos es necesario hacer un distingo, ante la naturaleza específica de la función y la relación laboral de los trabajadores del Estado.


En un conjunto de indicaciones aquí mencionadas se busca introducir preceptos muy diferentes a los que rigen el derecho de asociación del resto de los trabajadores, de los que no están en el sector público. Hay normas relativas al quórum, a los procedimientos para el ejercicio del derecho, y otras.


Nos parece que, en todo aquello en lo que pudiera contribuir a que el derecho de asociación se ejerciese en forma análoga, tanto en el sector público como en el privado, generará una legislación más coherente el hecho de que la normativa que ahora apruebe el Senado sea compatible con la que esta misma Corporación despachó hace algunos meses.


En ese sentido, hay varios aspectos en los cuales se tendió a lograr una simetría entre ambos textos, dejando para la excepción sólo los puntos donde ello es inevitable. Por ejemplo, en cuanto a los objetivos de la asociación, debe tenerse presente que, por la naturaleza jurídica de la relación laboral, aquellos que son propios de los funcionarios no son enteramente coincidentes con los de quienes se desempeñan en el sector privado. Fueros, permisos y otros casos que aparecen en distintas partes del articulado requieren ese indispensable distingo.


Estimamos que ambos estatutos debieran guardar simetría, por lo tanto, en todo aquello en que sea posible. Y, en tal sentido, ésta es una definición de fondo que afecta a una cantidad de normas. Sobre esa base se determinan el número de dirigentes, los quórum para formar organizaciones, en qué tipo de asuntos se generalizan los quórum, etcétera.


Como ha dicho la Senadora señora Feliú, aquí hay algunas definiciones gruesas, con una serie de implicancias para los artículos en estudio. Una de ellas es la relativa a si se optará porque respecto del derecho de asociación —y en tanto sea posible— esta legislación sea análoga y compatible con la que se aprobó para los trabajadores del sector privado, o a si se buscará que los dos estatutos respondan a orientaciones y principios diferentes.


He dicho.
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, solamente quiero recalcar un punto.


Las asociaciones de funcionarios existen en Chile desde hace más de 50 años. Hoy día todos conocemos a las que agrupan al personal de Impuestos Internos, de Tesorería, y hemos visto actuar a otras en los movimientos de los servicios de salud. Hay asociaciones en el sector público que exhiben una gran actividad gremial, desarrollada desde siempre. Al imponerse el sistema que ha originado las indicaciones que mencioné, se coarta, en definitiva, la libertad en ese ámbito, por establecerse un marco que, en realidad, me parece que incluso vulnera el artículo 19, número 15°, de la Constitución Política, ya que limita el derecho de los trabajadores a agremiarse de la manera que les resulte más conveniente.


Señor Presidente, las indicaciones del boletín correspondiente vinculadas al inicio con este tema eran las números 3, 21, 22, 23, 24 y 49. Dicen relación a la autonomía para establecer el sistema de agremiación que a los interesados les parezca más favorable.


Reitero: el proyecto contiene una limitación general, de la que se excepciona a los establecimientos de Salud.
El señor HORMAZÁBAL.— Pido la palabra.
El señor RUIZ (don José).— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, no tengo inconveniente en que intervenga primero el Honorable colega Ruiz.
El señor PACHECO (Presidente accidental).— Tiene la palabra el Senador señor Ruiz.
El señor RUIZ (don José).— Señor Presidente, las disposiciones del proyecto fueron previamente discutidas y analizadas con la Asociación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF). Son esos trabajadores, a través de sus dirigentes responsables, los que libremente concurrieron a aprobarlas. Por consiguiente, casi la totalidad de las materias contenidas en el articulado   —sólo existen pequeñas diferencias— cuenta con su respaldo.


Estimo, por lo tanto, que la iniciativa, en la forma en que se ha sometido a conocimiento de la Sala, representa genuinamente los intereses de los empleados fiscales, quienes así lo expresaron cuando se les escuchó en la Comisión de Trabajo del Senado.
El señor PACHECO (Presidente accidental). — Señores Senadores, se ha agotado el tiempo correspondiente al Orden del Día.


Si le parece a la Sala, puede prorrogarse esta parte de la sesión y suprimirse la hora de Incidentes, para continuar la discusión del proyecto. ¿Contaríamos con anuencia para proceder así?
La señora SOTO. — No hay acuerdo, señor Presidente.
El señor HORMAZÁBAL.— El Comité Demócrata Cristiano accede, señor Presidente.
La señora FELIÚ. — No hay acuerdo.
El señor PACHECO (Presidente accidental). — Queda pendiente, entonces, la discusión de la iniciativa.


Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Doy cuenta de que los Comités han acordado, por unanimidad, prorrogar el plazo de presentación de indicaciones al proyecto que crea los juzgados vecinales, lo que podrá hacerse hasta el 18 del presente mes, a las 18.
El señor PACHECO (Presidente accidental). — Ofrezco la palabra a los Comités para referirse a materias propias de la hora de Incidentes.


Ofrezco la palabra.


Como no intervendrán, y no habiendo otros asuntos que tratar, se levanta la sesión.


—Se levantó  a las 13:32.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
